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Presentación
El Reglamento del Congreso de la República dispone, en su artículo 4°, la presentación de un informe anual durante el 
mes de mayo de cada año. Durante los últimos 26 años, la Defensoría del Pueblo ha cumplido rigurosamente con la 
rendición de cuentas de su gestión defensorial ante el Congreso. El año 2022 no ha sido una excepción, ya que se ha 
cumplido con esta obligación ante los representantes elegidos por voto popular, quienes representan a la ciudadanía.

El presente documento constituye el resumen ejecutivo del informe anual ya presentado. En él se muestran de 
manera sucinta las diversas tareas defensoriales llevadas a cabo en todo el país desde nuestras 40 sedes desconcen-
tradas (oficinas y módulos defensoriales). También se destacan las intervenciones realizadas en el marco de nuestra 
función de defensa de los derechos, siguiendo las líneas institucionales de trabajo, a cargo de ocho Adjuntías, seis 
Programas especializados y dos Mecanismos. El primero de estos mecanismos se enfoca en la promoción, protección 
y supervisión de la aplicación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; mientras que 
el segundo en el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes.

Siguiendo las palabras de un defensor del pueblo español citadas por don Jorge Santistevan de Noriega en “La 
Fortaleza de la persuasión” (1997), se ha descrito el carácter del Defensor del Pueblo de la siguiente manera: “La Defen-
soría se ocupa de problemas pequeños para el Estado, pero grandes para las personas afectadas”. Los casos atendidos 
y reportados dan cuenta de la inmensa tarea que desempeñamos, así como de las intervenciones que se derivan de 
las investigaciones, análisis y estudios realizados por las Adjuntías y Programas. Esta labor realizada por Adjuntías y 
Programas resulta fundamental para lograr mejoras significativas en la calidad de vida de las personas y para influir en 
las políticas públicas emitidas por todas las instancias del gobierno central, regional y municipal.

Para la Defensoría del Pueblo, el año 2022 fue un año de cambios. Tras finalizar la gestión del Dr. Walter Gutié-
rrez, la Dra. Eliana Revollar, quien ocupaba el cargo de primera adjunta, lo sucedió por encargo durante más de la mitad 
del año. Durante este periodo, la institución mantuvo su línea de trabajo, siempre en favor de las poblaciones vulnera-
bles y en protección de los derechos humanos. El mandato constitucional de la Defensoría exige que estemos del lado 
de la ciudadanía para equilibrar las asimetrías de poder, lo cual eventualmente puede generar tensiones con quienes lo 
administran. Este es el precio de la autonomía, pero a su vez es la fórmula que nos ha permitido ganar la confianza de 
un amplio sector de la ciudadanía a lo largo de nuestros 26 años de existencia institucional.

El haber ganado y mantenido credibilidad tanto a nivel nacional como internacional nos ha posicionado como 
una entidad de referencia. Esto se debe principalmente al equipo de colaboradores de la Defensoría del Pueblo, quienes 
han sido seleccionados en base a sus méritos y se han mostrado leales a los principios y valores constitucionales. Se han 
destacado por su alto sentido de responsabilidad, su admirable vocación de servicio y su reconocida competencia profe-
sional, elementos que han definido una característica distintiva en nuestra labor defensorial. Nuestra institución siempre 
prioriza la protección y salvaguarda de los derechos humanos por encima de cualquier circunstancia o coyuntura. La de-
fensa de los derechos fundamentales es esencial para la democracia, ya que esta no se basa únicamente en representar 
la voluntad de las mayorías, sino que encuentra su razón de ser al proteger a las minorías en situación de indefensión.

Como quedó plasmado en el Informe Defensorial N° 182, abordar la problemática de la pobreza multidimensio-
nal en el Perú desde una perspectiva de derechos humanos debería servir como base para formular políticas integrales 
a nivel nacional. Estas políticas deben abordar la pobreza desde una perspectiva amplia y humanitaria, no solo limitada 
a la estadística. El informe resaltó que la pobreza afecta de manera más intensa a niños, niñas y adolescentes, a perso-
nas con educación primaria o sin educación, a aquellos cuya lengua materna es una lengua nativa, a afrodescendientes 
y a aquellos de origen nativo, así como a trabajadores informales y otros grupos vulnerables.

Entre las muchas provincias donde esta problemática se acentúa con mayor énfasis se encuentran Pichari y La 
Convención en Cusco. Esto llevó a la Defensoría a establecer nuevos módulos defensoriales en ambas localidades, en 
respuesta a las vulneraciones de derechos detectadas, la presencia del narcoterrorismo y el hecho de que Pichari se 
encuentre en estado de emergencia desde hace varios años, lo que implica la suspensión del ejercicio de numerosos 
derechos fundamentales.

Del mismo modo, sin descuidar la importancia de los canales presenciales de atención, hemos fortalecido nues-
tros canales virtuales mediante la creación de la Dirección de Atención Virtual a la Ciudadanía (Davici). Somos cons-
cientes de que estos canales representan una forma innovadora de interactuar con la ciudadanía y de estar presentes 
donde se requiera la intervención de la Defensoría.

Lima, junio del 2023



Fuente: Sistema 
de Información 
Defensorial (SID). 
Fecha de cierre: 
14-03-2023.

+ DE 134,255 CASOS 
ATENDIDOS EN EL 2022 SEGÚN OFICINA 
O SEDE DEFENSORIAL. 

LIMA

29,105

AYACUCHO

3900

ÁNCASH

2415

LA LIBERTAD 

4080

PIURA

2998

JUNÍN

2933

PUNO

2830
AREQUIPA 

3673

CUSCO

3491

HUANCAVELICA 

2308

MOQUEGUA 

2128

JULIACA

2592

LA MERCED

1476

SAN MARTÍN

3128

HUANTA

1343

AMAZONAS

2232

APURÍMAC

1804

TINGO MARÍA

2987

LIMA ESTE

2073

TUMBES 

1347

PASCO

1987

ANDAHUAYLAS 

1633

TARAPOTO

1721

MADRE DE DIOS

1337

DIRECCIÓN DE ATENCIÓN 
VIRTUAL A LA CIUDADANÍA  

11,829

UCAYALI

1640

SATIPO

1957

CAJAMARCA

2731

JAÉN

2602

CHIMBOTE 

2672

LIMA NORTE 

3336

HUÁNUCO

3091

PUQUIO

3195

LIMA SUR 

3585

TACNA 

3656

LORETO

2241

LAMBAYEQUE

3272

ICA

2315

CALLAO

5658

La atención de casos en materia de establecimientos penitenciarios y dependencias policiales se encuentra a cargo del Programa de Asuntos Penales 
y Penitenciarios, y del Programa de Protección y Promoción en Dependencias Policiales, respectivamente. 

LA CONVENCIÓN

700

PICHARI

472

PROG. DE ASUNTOS PENALES Y 
PENITENCIARIOS / PROGRAMA PARA LAS
PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD, LA 
SEGURIDAD CIUDADANA, Y LA SEGURIDAD 
Y DEFENSA NACIONAL 

628
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7CAPÍTULO 1
ACCIONES DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO
La Defensoría del Pueblo, en su condición de organismo constitucional autónomo, tiene como objetivo intervenir en 
casos de actuaciones ilegítimas, defectuosas, irregulares, abusivas, excesivas, arbitrarias y negligentes que afecten 
los derechos fundamentales. Durante el 2022 se recibieron y atendieron 32,185 quejas, 9634 petitorios y 96,179 
consultas, lo que suma un total de 134,255 casos. Es importante recalcar que los objetivos de la Defensoría del 
Pueblo se encuentran establecidos en la Constitución Política del Estado.

CASOS ATENDIDOS SEGÚN ESTADO

Clasificación de casos 
atendidos

Concluido Trámite General

Total Porcentaje Total Porcentaje Total Porcentaje

Consulta 96,179 100% 0 0.0% 96,179 69.7%

Queja 28,831 89.6% 3354 10.4% 32,185 23.3%

Petitorio 9245 96.0% 389 4.0% 9634 7.0%

Total general 134,255 97.3% 3743 2.7% 137,998 100%

Fuente: Sistema de Información Defensorial–SID. Fecha de corte: 14 de marzo del 2023.

A las personas u organizaciones que presentan casos ante la Defensoría se les denomina recurrentes, y es 
importante tener en cuenta que un recurrente puede presentar más de un caso, por lo que normalmente el número 
de recurrentes es ligeramente menor que el de los casos. En el año 2022 fueron 125,652 personas y 1341 organiza-
ciones, lo que da un total de 126,993 recurrentes.

Del total de quejas recibidas, el 89.6% fueron concluidas, mientras que el 10.4% restante se encontraban 
en trámite al final del periodo de este informe (lo que incluye las quejas recibidas en los últimos días de diciembre 
del 2022). Dentro de las quejas concluidas, el 88.9% (26,323 casos) fueron consideradas como quejas fundadas, lo 
que indica que se comprobó la vulneración de uno o más derechos por parte de la administración pública o de las 
empresas prestadoras de servicios públicos.

32,185
quejas (88.9% fundadas)

28,831 concluidas (89.6%)

3354 en trámite (10.4%)

De acuerdo al protocolo de actuaciones defensoriales, cualquier persona u organización puede solicitar la 
intervención de la Defensoría manera presencial, escrita o virtual. En el 2022, el 60.6% de los recurrentes optaron 
por la atención presencial, el 21% lo hicieron por vía telefónica y el 18.4% restante eligió alguno de los distintos me-
dios virtuales institucionales. Además, 967 personas convocaron la intervención defensorial a través de los medios 
de comunicación, lo que constituye el 0.7% de los casos.

Es importante destacar que el incremento de los casos ingresados de forma virtual responde a que el 23 
de junio del 2022 se creó la Dirección de Atención Virtual a la Ciudadanía (Davici). Se trata de una instancia más 
amplia que el Centro de Atención Virtual, al cual reemplazó. 

Además, cabe resaltar que, excluyendo la sede central, las demás oficinas defensoriales (OD) y módulos de-
fensoriales (MOD) atendieron más del 67.6% (85,873) de los casos a nivel nacional. Esto refleja la relevancia de la 
presencia de la Defensoría del Pueblo en todo el país para atender las necesidades de la ciudadanía. 

Oficina: 88,382 (64%)

Dirección de Atención Virtual: 30,393 (22%)

Viaje itinerante*: 8471 (6.1%)

Actividad de promoción de derechos: 6329 (4.6%)

Supervisión: 4423 (3.2%)

LUGAR DE 
RECEPCIÓN 
DEL PEDIDO 
DE LA 
CIUDADANÍA

(*)Los viajes itinerantes son inspecciones realizadas por personal de la Defensoría, sobre todo a zonas alejadas y en condición de pobreza extrema.
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8
Durante el 2022, la Defensoría implementó nuevas sedes y programas para adaptarse a las necesidades de 

la ciudadanía. Entre ellos, cabe destacar que el 3 de junio se crearon los MOD La Convención y Pichari, ambos en 
Cusco (aunque el de Pichari depende de la OD Ayacucho), con la finalidad de ampliar la cobertura institucional de 
una zona bastante poblada, además de diversa geográficamente. Previamente, el 11 de febrero se implementó el 
Programa para las Personas Privadas de Libertad, la Seguridad Ciudadana y Defensa Nacional, que complementa 
al Programa de Asuntos Penales y Penitenciarios.

Promoción de derechos: una misión defensorial
Para mejorar la calidad de vida de todas las personas que viven en el Perú, es importante contar con una ciudadanía 
comprometida, consciente de sus derechos y vigilante ante su posible vulneración. Convencida de ello, la Defenso-
ría del Pueblo ha desarrollado distintas estrategias para mantener a las personas informadas.

La promoción de derechos constituye una estrategia institucional sostenida en el tiempo, enfocada en in-
formar, sensibilizar y/o impulsar prácticas en la ciudadanía para el mejor ejercicio de sus derechos. Así, esta voca-
ción formativa —decididamente emprendida por la Defensoría del Pueblo, en torno a la titularidad y al ejercicio de 
derechos— no solo permite un mayor conocimiento en la ciudadanía, sino que también colabora en su defensa y 
reivindicación ante las instancias correspondientes.

De este modo, la promoción de derechos, materializada en las denominadas Actividades de Promoción 
de Derechos (APD), constituye un conjunto de acciones planificadas y ejecutadas sobre las temáticas priori-
zadas por la entidad y el rol institucional. Estas acciones contribuyen al empoderamiento de las personas para 
ejercer la vigilancia ciudadana sobre el poder público. Asimismo, coadyuvan al fortalecimiento del sistema 
democrático en el país, especialmente ante situaciones de emergencia sanitaria, de conmoción social o grave 
conflictividad.

En ese marco, durante el 2022 la Defensoría llevó a cabo 1860 APD, de las cuales 1160 se realizaron en mo-
dalidad presencial (62.37%) y 700 fueron desarrolladas virtualmente (37.63%). En total, mediante ambas modalida-
des, se logró informar a 175,756 personas. Las APD más frecuentes fueron las charlas informativas (1439), carpas 
defensoriales (230) y ferias informativas (102), representando el 77.37%, 12.37% y 5.48% del total, respectivamente.

De las 175,756 personas informadas por la Defensoría en el 2022, el 82.55% correspondía a la sociedad civil 
(145,095), mientras que el 17.45% eran funcionarios públicos (30,661).

ACTIVIDADES DE PROMOCIÓN DE DERECHOS: 
MODALIDADES Y TIPOS

1860
ACTIVIDADES DE 
PROMOCIÓN A 
NIVEL NACIONAL 

1160
Presenciales (62.37%)

700
Virtuales (37.63%)

Charla infor-
mativa 
1439 
(77.37%)

Presentación de publicación 
institucional 
8 0.43%

Carpa defensorial 
230 (12.37%)

Feria informativa 
102 (5.48%)

Taller temático 
47(2.53%)

Campaña 
20 (1.08%)

Foro defensorial 
14 (0.75%)

Fuente: Dirección de Coordinación Territorial-DCT.

Acción Itinerante Defensorial (AID)
La Acción Itinerante Defensorial (AID) es una estrategia de despliegue territorial desarrollada por la Defensoría del 
Pueblo que tiene como objetivo brindar atención a las ciudadanas y ciudadanos que viven en los distritos de mayor 
pobreza y vulnerabilidad del país. La principal actividad consiste en viajes itinerantes realizados por personal de la 
institución.

Durante el 2022, la Defensoría desarrolló 397 acciones itinerantes, de las cuales 221 fueron presenciales y 
176 virtuales. Estas acciones se plasmaron en un total de 722 visitas: 264 mediante medios virtuales y 458 pre-
senciales, consiguiendo atender a 488 distritos. En esta oportunidad, las sedes defensoriales que atendieron a la 
mayor cantidad de distritos fueron: OD Amazonas (46), OD Huánuco (36), OD Pasco (27), OD Ayacucho y OD Cusco 
(22), OD Apurímac y OD Huancavelica (20), MOD Tingo María (19), MOD Jaén y OD Puno (17).

Las oficinas y módulos defensoriales priorizaron las intervenciones de AID a 427 distritos ubicados en los 
grupos de pobreza del 1 al 16 (INEI). Esta cifra representa la atención del 87.7% de distritos del país en situación 
de mayor vulnerabilidad. La frecuencia de retorno a los distritos para este periodo fue de 47.95%, lo que refleja el 
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9
alto número de visitas adicionales realizadas a un mismo destino con el objetivo de fortalecer la intervención en 
localidades susceptibles a la vulneración de derechos. 

RESUMEN DE LOS INDICADORES DE LA ESTRATEGIA AID

Número de acciones itinerantes
397 (221 presenciales y 

176 virtuales)

Índice porcentual de distritos en situación de pobreza visitados (grupos de pobreza 1 al 16) 87.7%

Total de distritos atendidos–visitados 488

Visitas realizadas 722

Frecuencia de retorno 47.95%

Instituciones supervisadas 2216

Casos recibidos 8471

Actividades de Promoción de Derechos 410

Personas informadas 24,596

Fuente: Dirección de Coordinación Territorial-DCT.

8471
CASOS ATENDIDOS 

POR LA ACCIÓN 
ITINERANTE DE LAS 

OFICINAS Y MÓDULOS 
DE LA DEFENSORÍA.

5493 (65%)
consultas

2374 (28%)
quejas

604 (7%) 
petitorios

24,596
PERSONAS RECIBIERON INFORMACIÓN SO-
BRE EL USO Y EJERCICIO DE SUS DERECHOS.

410 actividades de promoción
(charlas, talleres, ferias y carpas informativas) 
realizadas.

6984 (28%)
personas informadas fueron hombres.

8026 (33%) 
personas informadas fueron mujeres.

9586 (39%)
no precisa.

2216SUPERVISIONES en acciones itinerantes defensoriales 
a diferentes instituciones del Estado y entidades prestadoras de servicios 
públicos.

87.7%
de los distritos del Perú en situación de 
pobreza visitados.

Fuente: Dirección de Coordinación Territorial-DCT.

Fortalecimiento de las instituciones democráticas
En esta sección presentamos las instituciones más quejadas en la Defensoría del Pueblo y el nivel de cumplimiento 
de las principales entidades intervenidas. Nuestra finalidad es incrementar la colaboración entre entidades del Es-
tado. Asimismo, buscamos dar a conocer el nivel de cumplimiento del deber de cooperación de la administración 
pública con la Defensoría del Pueblo, lo que deriva en responsabilidad constitucional (artículo 161°). Este deber 
implica que las entidades públicas deben proporcionar la información que se solicite, facilitar las investigaciones y 
cumplir con las recomendaciones que formule la Defensoría del Pueblo.
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10
ENTIDADES MÁS QUEJADAS

Entidad general

Estado

Concluido En trámite General

Total % Total % Total %

1 Municipalidades 7410 86.6% 1143 13.4% 8553 25.8%

2 Sector Salud 3311 88.9% 413 11.1% 3724 11.2%

3 Sector Educación 3313 91.5% 307 8.5% 3620 10.9%

4 Sector Interior 2417 91.0% 238 9.0% 2655 8.0%

5 Poder Judicial 1966 93.0% 148 7.0% 2114 6.4%

6 Gobiernos regionales 1790 87.4% 258 12.6% 2048 6.2%

7 Empresas estatales o privadas de servicios públicos 1800 94.0% 114 6.0% 1914 5.8%

8 Organismos constitucionales autónomos 1658 90.9% 166 9.1% 1824 5.5%

9 Sector Justicia y Derechos Humanos 1216 89.5% 143 10.5% 1359 4.1%

10 Sector Trabajo y promoción del empleo 1145 91.2% 110 8.8% 1255 3.8%

Otras entidades 3675 89.3% 439 10.7% 4114 100.0%

Total general 29701 89.5% 3479 10.5% 33180 100.0%

Fuente: Sistema de Información Defensorial–SID. Fecha de corte: 14 de marzo del 2023.

Para una institución cuyo único poder reside en su autoridad ética y en su capacidad de persuadir a las 
entidades públicas, la colaboración de las instituciones supervisadas es una necesidad esencial por la naturaleza 
de sus funciones. Por este motivo, es relevante medir el nivel de colaboración de las entidades públicas, a fin de 
incidir en una mejora de la gestión gubernamental. Cabe precisar que el procedimiento para medir el cumplimiento 
del deber de cooperación se encuentra en el Protocolo de Actuaciones Defensoriales y se registra en el Sistema de 
Información Defensorial (SID).

GESTIONES REALIZADAS MEDIANTE OFICIO EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN

Entidades quejadas
Gestiones
realizadas

Total de 
oficios 

emitidos

Oficios sin 
respuesta

Oficios con respuesta

Insuficiente Satisfactoria Total 
de res- 
puestas

%
Total % Total % Total %

1 Municipalidades 27,489 11,171 5959 53.3% 1849 16.6% 3363 30.1% 5212 46.7%

2 Sector Educación 10,295 2599 1024 39.4% 522 20.1% 1053 40.5% 1575 60.6%

3 Sector Salud 9438 1930 809 41.9% 521 27.0% 600 31.1% 1121 58.1%

4 Sector Interior 7035 2307 982 42.6% 344 14.9% 981 42.5% 1325 57.4%

5 Gob. regionales 6971 2485 983 39.6% 617 24.8% 885 35.6% 1502 60.4%

6 Poder Judicial 6311 2062 1137 55.1% 274 13.3% 651 31.6% 925 44.9%

7
Organismos 
constitucionales 
autónomos

4907 1712 607 35.5% 314 18.3% 791 46.2% 1105 64.5%

8
Emp. estatales 
o privadas de 
servicios públicos

4165 909 338 37.2% 154 16.9% 417 45.9% 571 62.8%

9
Sector Trabajo y 
promoción del 
empleo

3600 825 343 41.6% 202 24.5% 280 33.9% 482 58.4%

10
Sector Mujer 
y Poblaciones 
Vulnerables

2112 492 132 26.8% 74 15.0% 286 58.1% 360 73.2%

Otras entidades 50,835 3929 1634 41.6% 1006 25.6% 1289 32.8% 2295 58.4%

Total general 133,158 30421 13,948 45.8% 5877 19.3% 10,596 34.8% 16473 54.2%

Fuente: SID. Fecha de corte: 14 de marzo del 2023.
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Los pedidos de intervención de quienes recurren a la Defensoría del Pueblo se relacionan con diferentes he-

chos, siendo el principal los trámites y procedimientos administrativos (777 admitidos en trámite por la institución), 
seguido por deficiencias en los servicios de salud, justicia, educación, además de temas municipales, entre otros.

Opiniones sobre proyectos de ley e iniciativas legislativas
Durante el periodo bajo informe, la Defensoría del Pueblo emitió opinión sobre 563 proyectos de ley, superando los 
461 del periodo anterior, lo que representa una cifra récord para la institución. En términos de procesamiento, esto 
significa más de dos pedidos por día laborable durante el periodo del Informe en cuanto a pedidos de opinión a 
proyectos legislativos, situación que refleja la valoración que las diferentes comisiones del Congreso de la Repúbli-
ca y sus congresistas otorgan a los conocimientos y análisis defensoriales.

OPINIONES ATENDIDAS (EN ORDEN CUANTITATIVO)

Solicitante N° de pedidos 

Comisión de Justicia y Derechos Humanos 131

Comisión de Constitución y Reglamento 121

Comisión de Defensa Nacional, Orden Interno, Desarrollo Alternativo y Lucha Contra las Drogas 100

Comisión de Mujer y Familia 47

Comisión de Educación, Juventud y Deporte 30

Comisión de Descentralización, Regionalización, Gobiernos Locales y Modernización de la Gestión del Estado 27

Comisión de Trabajo y Seguridad Social 24

Comisión de Fiscalización y Contraloría 23

Comisión de Transportes y Comunicaciones 13

Comisión de Pueblos Andinos, Amazónicos y Afroperuanos, Ambiente y Ecología 6

Comisión de Salud y Población 6

Congresista Víctor Seferino Flores Ruiz 6

Comisión de Defensa del Consumidor y Organismos Reguladores de los Servicios Públicos 5

Comisión de Energía y Minas 5

Comisión de Inclusión Social y Personas con Discapacidad 4

Comisión de Presupuesto y Cuenta General de la República 4

Comisión Agraria 2

Comisión de Cultura y Patrimonio Cultural 2

Congresista Edward Málaga Trillo 2

Congresista Susel Ana María Paredes Piqué 2

Comisión de Comercio Exterior y Turismo 1

Asimismo, se presentó el Proyecto de Ley N° 03429/2022-DP el 20 de octubre del 2022, Proyecto de Ley 
que modifica el Decreto Legislativo N° 829, con el fin de asegurar la independencia del Instituto Nacional de Radio 
y Televisión del Perú (IRTP) y de los medios de comunicación públicos a su cargo.
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Programa del 
Derecho a la 

Salud

Secretaría Técnica 
Especializada

Oficina de Gestión 
y Desarrollo Humano

Oficina de Gobierno Digital, 
Proyectos y Tecnologías 

de la Información

Adjuntía para 
la Administración 

Estatal

Adjuntía 
en Asuntos 

Constitucionales

Oficina de 
Comunicaciones e 

Imagen Institucional

Programa 
de Pueblos 
Indígenas

Adjuntía 
para los Derechos 

de la Mujer

Adjuntía del Medio 
Ambiente, Servicios 
Públicos y Pueblos 

Indígenas

Oficina de 
Administración 

y Finanzas

Secretaría General

Órgano de Control 
Institucional

Gabinete

Área de Litigio Estratégico

Área de Gestión 
Documentaria y Archivo

Área de Contabilidad

Área de Logística

Área de Tesorería

Área de Control 
Patrimonial

Área de Remuneraciones y 
Beneficios

Área de Infraestructura
y Seguridad Integral

Área de Desarrollo y Bienestar 
del Personal

Programa de 
Investigaciones 
Especiales en 

Derechos Humanos

Programa de Defensa 
y Promoción de 

las Personas con 
Discapacidad

Programa para las 
Personas Privadas de 
Libertad, la Seguridad 

Ciudadana, y la Seguridad 
y Defensa Nacional

Adjuntía para los 
Derechos Humanos 
y las Personas con 

Discapacidad

Programa de 
Descentralización 
y Buen Gobierno

ESTRUCTURA ORGÁNICA DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO
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Procuraduría
Pública

Oficina de 
Planeamiento y 

Presupuesto

Oficina de 
Desarrollo Estratégico y 

Cooperación Internacional 
Oficina de Asesoría 

Jurídica

Adjuntía para la 
Prevención de 

Conflictos Sociales 
y la Gobernabilidad

Adjuntía para 
la Niñez y la 

Adolescencia

Dirección 
de Coordinación 

Territorial

Dirección del 
Mecanismo Nacional 

de Prevención 
de la Tortura

Despacho Defensorial

Área de Planeamiento

Área de Modernización

Área de Presupuesto

Área de Asuntos 
Contractuales y Sistemas 

Administrativos

Área de Asuntos Laborales, 
Simplificación Administrativa y 

Cooperación Internacional

Primera Adjuntía Centro de Estudios
Defensoriales

Módulos 
Defensoriales (12)

Oficinas
Defensoriales (28)

Adjuntía de Lucha 
contra la Corrupción, 

Transparencia y 
Eficiencia del Estado

Dirección de 
Atención Virtual 
a la Ciudadanía
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CAPÍTULO 2
SITUACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS 
EN EL PERÚ

En este capítulo presentamos una visión resumida y panorámica de la labor defensorial durante el 2022, conside-
rando los lineamientos establecidos por la Alianza Global de las Instituciones Defensoras de Derechos Humanos 
(Ganhri, por sus siglas en inglés).

Espacio cívico y democracia
En este acápite se presentan dos puntos centrales de acción defensorial: la vigilancia a la situación de las personas 
defensoras de derechos humanos, muchas de ellas amenazadas o incluso asesinadas. Esto llevó a la Defensoría del 
Pueblo a actuar con miras a su protección o mediante el seguimiento del proceso respectivo. En segundo lugar, se 
resumen los conflictos de mayor trascendencia social ocurridos en el país, siendo un año especialmente complejo 
respecto a las situaciones de violencia acaecidas en gran parte de las regiones peruanas.

Personas defensoras de derechos humanos
La situación de las personas defensoras de derechos humanos en nuestro país sigue siendo alarmante. Durante 
el 2022, la Defensoría del Pueblo ha identificado 29 casos relacionados a amenazas, estigmatización, uso inde-
bido del derecho, destrucción de viviendas, entre otros ataques en agravio de personas defensoras de derechos 
humanos. Más grave aún es la muerte de 5 personas defensoras en las regiones de Madre de Dios, Junín, Loreto 
y Huánuco, presuntamente en represalia a la labor de defensa de sus territorios ancestrales y del medio ambiente. 

29 5CASOS EN AGRAVIO DE PERSONAS 
DEFENSORAS DE DERECHOS 
HUMANOS DETECTADOS.

ASESINATOS DE 
PERSONAS DEFENSORAS 
DE DERECHOS HUMANOS.

Las medidas de protección y urgente protección sobre patrullajes y resguardo policial otorgadas por el 
Mecanismo Intersectorial para la protección de las personas defensoras de derechos humanos, establecido por el 
Decreto Supremo Nº 004-2021-JUS del 22 de abril del 2021, presenta serios problemas para su ejecución. Esto 
se debe a que se encuentra pendiente la aprobación de los Lineamientos de actuación para la implementación 
de las medidas de protección y/o medidas urgentes de protección por parte del Ministerio del Interior (Mininter), 
pese al seguimiento del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (Minjus) y las recomendaciones efectuadas por 
la Defensoría del Pueblo, así como la acción de cumplimiento interpuesta por organizaciones sociales. Además, 
actualmente no existe presupuesto asignado para su implementación, lo que revela la situación crítica de despro-
tección estatal a esta población. 

La muerte de defensores y defensoras de derechos humanos ha traído como consecuencia que menores 
de edad queden en situación de orfandad. Al respecto, el Estado peruano ha publicado la Ley N° 31405, Ley que 
promueve la protección y desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes que se encuentran en situación de 
orfandad. Asimismo, se ha aprobado y publicado el reglamento, a fin de que puedan acceder a asistencia econó-
mica y acciones de acompañamiento profesional que contribuyan a garantizar su acceso a la salud, su acceso y 
continuidad educativa, además de su proyecto de vida. Todo esto busca permitir su adecuado desarrollo integral.

Otro tipo de afectación frecuente es el uso indebido del derecho. La Defensoría del Pueblo ha tomado co-
nocimiento de casos en los que organizaciones defensoras de derechos sexuales y reproductivos han enfrentado 
procesos administrativos y judiciales con la intención de impedir el ejercicio de su derecho a defender derechos. 
Asimismo, expresamos nuestra disconformidad y preocupación por la sentencia contra una defensora ambiental 
por el delito de difamación, ya que esto afecta los derechos a la libertad de expresión y libertad de información de 
las personas defensoras, y representa una forma de criminalización como forma de ataque.

El Mecanismo Intersectorial no vincula a todas las entidades del Estado, como el Ministerio Público, el Poder 
Judicial, los gobiernos regionales ni locales. Además, carece de un presupuesto específico que propicie la preven-
ción, reconocimiento, protección y acceso a la justicia de este grupo vulnerable. Desde la Defensoría del Pueblo 
hemos propuesto la aprobación de una Ley de Personas Defensoras de Derechos Humanos que vincule a todas las 
entidades del Estado en su protección, así como la necesidad de contar con un presupuesto específico para llevar 
a cabo esta acción.   
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Un ejemplo de la precaria protección de este grupo poblacional en nuestro país es que el Estado peruano 
aún no ha incorporado el Acuerdo de Escazú al ordenamiento jurídico nacional. Este tratado de derechos humanos 
es fundamental para coadyuvar con la protección de las personas defensoras indígenas y del medio ambiente.

Derecho a la vida e integridad en el marco de las protestas sociales
La conflictividad social es un fenómeno persistente y que tiene costos personales, institucionales y económicos 
que impactan seriamente en los derechos humanos. Según el Sistema de Monitoreo de Conflictos Sociales (Simco) 
de la Defensoría del Pueblo, los casos se han incrementado, al igual que el número de protestas y los hechos de 
violencia. 

Durante los meses de marzo y abril del 2022, los transportistas de carga pesada desplegaron un paro na-
cional, exigiendo la reducción de los precios de combustibles, peajes y el impuesto selectivo al consumo, y la re-
estructuración de la Superintendencia de Transporte Terrestre de Personas, Carga y Mercancía (Sutran), entre otras 
demandas. A esta protesta se sumaron los agricultores y ganaderos lecheros de Huánuco, Ica y Junín, exigiendo la 
reducción del precio de los fertilizantes e insumos agrícolas.

Ante esta situación, el gobierno del expresidente Pedro Castillo dispuso un nuevo estado de emergencia en 
el departamento de Lima y en la Provincia Constitucional del Callao, ordenando la inmovilización social obligatoria 
el 5 de abril. Sin embargo, esta medida fue dejada sin efecto el mismo día por el propio expresidente (Decreto 
Supremo Nº 034-2022-PCM del 4 de abril del 2022). 

Durante dichas movilizaciones se registraron actos de violencia a instituciones privadas y públicas, así 
como bloqueos y enfrentamientos entre manifestantes y policías. La Defensoría del Pueblo tomó conocimiento 
de que durante las protestas en Lima Metropolitana se registraron 59 heridos: 22 civiles y 37 miembros de las 
fuerzas del orden. Por su parte, al interior del país las movilizaciones sociales de transportistas y agricultores 
registraron 5 personas fallecidas y un considerable número de heridos, entre civiles y miembros de las fuerzas 
del orden. 

Además, nuevas protestas comenzaron el 7 de diciembre del 2022, luego de la detención del expresidente 
Pedro Castillo, dispuesta por la autoridad competente por intentar romper el orden constitucional1, la declaración de 
vacancia presidencial por parte del Congreso de la República y la juramentación de la vicepresidenta Dina Boluarte 
Zegarra como presidenta de la República. Estas protestas a nivel nacional demandaban la renuncia de la presiden-
ta Dina Boluarte,  el cierre del Congreso, la liberación de Pedro Castillo, así como la convocatoria a una asamblea 
constituyente para la aprobación de una nueva Constitución.  

El 14 de diciembre del 2022, el Poder Ejecutivo declaró estado de emergencia a nivel nacional por un pe-
riodo de 30 días (Decreto Supremo Nº 143-2022-PCM). Además, el 15 de diciembre del mismo año, mediante el 
Decreto Supremo Nº 144-2022-PCM, se declaró la inmovilización obligatoria por 5 días calendario en algunas re-
giones del país, en el marco del estado de emergencia. 

Las protestas continuaron y representaron un incremento de actos de violencia contra instituciones públicas 
y privadas. Con el fin de reforzar la presencia fiscal en todo el territorio nacional, la Fiscalía de la Nación habilitó 
a las fiscalías provinciales especializadas contra la criminalidad organizada a realizar intervenciones inmediatas y 
diligencias urgentes por los delitos que pudieran cometerse en el marco de las protestas sociales. Esto se realizó 
mediante Resolución Nº 2673-2022-MP-FN.

Ante esta situación, la Defensoría del Pueblo cursó el Oficio Nº 0411-2022-DP a la Fiscal de la Nación, cuestio-
nando que se parta de la premisa de que los delitos cometidos en el contexto de las protestas sean atribuidos a una 
organización criminal, sin evaluar previamente el cumplimiento de los requisitos legales para su configuración2. Esto 
resultaba preocupante porque podía dar lugar a que se realicen detenciones de hasta 15 días,  conforme a lo seña-
lado en el artículo 2.24, inciso f) de la Constitución. En ese sentido, se recomendó a la fiscal de la Nación precisar la 
competencia que asumen las fiscalías de crimen organizado y las fiscalías especializadas en derechos humanos al 
investigar violaciones graves a los derechos humanos, ocurridas durante o en relación con movilizaciones sociales 
o acciones de protesta. 

Las protestas y actos de violencia resultaron en la muerte de decenas de personas y en la afectación del 
derecho a la integridad de civiles y miembros de las fuerzas del orden. Ante las pérdidas de vidas y graves afec-
taciones a la integridad, la Defensoría del Pueblo propuso a la PCM  crear un mecanismo de apoyo humanitario a 
los deudos de las personas fallecidas y heridas de gravedad durante las protestas (Oficio Nº 410-2022-DP del 18 

1  Durante el mensaje a la nación, el exPresidente Pedro Castillo anunció, entre otras medidas, la instauración de un régimen de ex-
cepción, la disolución del Congreso de la República, la reorganización del sistema de justicia, así como convocar a una asamblea cons-
tituyente.
2  Acuerdo Plenario N° 1-2017 de la Corte Suprema de la República: (i) que se trate de una organización de tres o más personas; (ii) con 
carácter estable o permanente (iii) con reparto de roles entre los integrantes; y (IV) destinada a cometer delitos.
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de diciembre del 2022), recomendación que fue implementada por el Poder Ejecutivo. También se propuso crear 
un mecanismo de atención a los efectivos de la Policía Nacional y miembros de las Fuerzas Armadas heridos de 
gravedad para su pronta recuperación. Al respecto, el 31 de diciembre del 2022 se creó la Comisión Multisectorial 
de naturaleza temporal para hacer seguimiento a las acciones y medidas destinadas a atender a los deudos de las 
personas fallecidas, así como para las personas que sufrieron lesiones de gravedad en las movilizaciones ocurridas 
entre el 8 y 21 de diciembre del 2022, fecha en la que se registraron a los últimos fallecidos del año 2022 en el 
marco de estas protestas sociales.

La PCM instaló un mecanismo de apoyo humanitario a los 
deudos de las personas fallecidas y personas heridas de 

gravedad durante las protestas siguiendo una recomendación 
defensorial. 

Desarrollo y vida digna 
En este subcapítulo se repasa las materias de trato esencial para nuestra institución desde la perspectiva de los 
servicios públicos indispensables para garantizar el pleno uso de derechos ciudadanos.

 
Derecho a la educación
Antes de la pandemia, el sistema educativo peruano padecía una serie de brechas educativas vinculadas, prin-
cipalmente, a la infraestructura, los aprendizajes y el acceso a la educación. Esta situación se agravó a raíz de la 
crisis sanitaria, como hemos podido verificar en las supervisiones efectuadas al servicio educativo de modalidad 
a distancia. 

Así, en el 2022 el Ministerio de Educación (Minedu) informó que la brecha de infraestructura se incrementó, 
pasando a 138 mil millones de soles. Además, con relación a los aprendizajes, sabemos que 1 de cada 4 estudiantes 
que cursó el nivel de educación primaria en el 2020, en el segundo semestre del 2021 seguía sin lograr los apren-
dizajes esperados; la cifra en el nivel secundaria en el mismo periodo es de 4 de cada 10 estudiantes. La situación 
más grave respecto al derecho a la educación es la salida del sistema educativo de las y los estudiantes producto 
de la pandemia. En nuestras supervisiones identificamos que más de 84 mil estudiantes salieron del sistema edu-
cativo en el año 2021. 

Supervisiones realizadas por la Defensoría identificaron que solo 
en el 2021, más de 84 mil estudiantes dejaron de estudiar como 

consecuencia de la crisis sanitaria.

Finalmente, otro aspecto preocupante es el ataque sistemático a las políticas educativas, afectando, en con-
secuencia, diversos elementos del derecho fundamental a la educación. Por ejemplo, la reforma universitaria tenía 
por finalidad garantizar el derecho a la educación superior de calidad y empoderar el rol de control y supervisión del 
Estado. Sin embargo, la promulgación de la Ley Nº 31520, que modifica la composición del Consejo Directivo de la 
Superintendencia Nacional de Educación Superior (Sunedu), entre otros, constituye un grave retroceso, generando 
la crítica de la sociedad civil, así como nuestro pronunciamiento institucional. Además de la reforma universitaria, 
también se pretende afectar la política pedagógica mediante la Ley Nº 31498, que establece un derecho de veto de 
los padres y madres de familia en la elaboración de los materiales educativos. Finalmente se ha anunciado un con-
curso público de nombramiento docente, basado en una norma que nuestra institución estaba cuestionando pues 
se busca modificar la reforma magisterial, flexibilizando el principio de mérito para el acceso a la carrera docente.

Derecho a la salud
El derecho a la salud en el país aún presenta retos significativos que impiden que sea garantizado plenamente. Por 
un lado, subsisten amplias brechas de infraestructura; y por otro, se encuentra pendiente la mejora en el financia-
miento y la articulación, que explican la fragmentación y segmentación en el sistema, lo que produce ineficiencia 
e inequidad.

De acuerdo con el Ministerio de Salud (Minsa), del total de establecimientos de salud del primer nivel de 
atención, el 77.78% presenta capacidad instalada inadecuada, expresada en la precariedad de la infraestructura, 
equipamiento obsoleto, inoperativo o insuficiente. Además, el 51% de hospitales del sector Salud presenta brechas 
de infraestructura, lo que no permite que las prestaciones de servicios de salud se realicen en óptimas condiciones.
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Desde la Defensoría del Pueblo se ha reclamado cambios estructurales en el sistema de salud para garan-
tizar el acceso a este derecho, tanto en su organización como en el cierre de brechas. No obstante, en el presente 
año los problemas han persistido y, en consecuencia, volvieron a aquellas deficiencias que se hicieron notorias 
durante la pandemia, como los problemas en el suministro de medicamentos, falta de recursos humanos, dilación 
en las citas o cirugías, entre otros.

Protección de los derechos de los consumidores, en especial a una alimentación adecuada de niños/as y 
adolescentes
El Perú es el cuarto país en América Latina con mayor tasa de desnutrición infantil (FAO). Resolver este problema 
es un reto pendiente para el Estado peruano, que tiene el deber de garantizar la seguridad alimentaria en todo el 
territorio nacional, respetando el derecho a recibir una alimentación adecuada, especialmente en los grupos vulne-
rables, asegurando que haya alimentos disponibles y accesibles para niños, niñas, adolescentes, adultos mayores, 
población indígena, entre otros. Por ello, es importante contar con políticas cuyo objetivo sea impulsar una alimen-
tación saludable.

En este marco, durante el 2022 la Defensoría del Pueblo insistió en la importancia de que los alimentos 
procesados y ultraprocesados visibilicen información del alto contenido de productos críticos –como el azúcar, el 
sodio y las grasas saturadas–. Además, se debe realizar una revisión periódica de los parámetros establecidos, que 
sirven para determinar el uso de las advertencias publicitarias, a efectos de que sean los más óptimos y adecuados, 
acorde a lo referido por la Organización Mundial de la sSalud (OMS) para cautelar el bienestar de las personas.

Derecho a acceder a servicios públicos de calidad
Los servicios públicos durante el periodo de este Informe han mostrado un claro deterioro en las actividades es-
tatales. Entre las más preocupantes están las dirigidas a promover la seguridad vial, lo que ha conllevado que se 
desproteja la vida, salud e integridad física de los usuarios viales.

Concretamente, desde el Poder Ejecutivo se han ampliado las licencias de conducir vencidas, se ha elimi-
nado el examen de conocimientos para la revalidación de muchas licencias y se ha presentado un proyecto de ley 
para amnistiar graves infracciones de tránsito. Del mismo modo, se ha observado el presunto tráfico de influencias 
y designación de personas que carecen de idoneidad para ocupar puestos claves en el Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones (MTC).

Por otra parte, desde la Defensoría del Pueblo se ha insistido ante el Congreso que se reconozca que el 
acceso a las telecomunicaciones y el internet es un derecho fundamental que merece protección constitucional. 
Asimismo, se advirtió la paralización de obras públicas de agua y saneamiento, por lo que se solicitó al Ministerio de 
Vivienda, Construcción y Saneamiento (MVCS) su intervención, a fin de garantizar que las personas puedan acceder 
a este derecho fundamental.

Derecho humano a gozar de un ambiente sano y equilibrado 
En el transcurso del año 2022, el derecho a gozar de un ambiente sano y equilibrado no se alcanzó plenamente 
en nuestro país. Los principales problemas que ocasionaron que el ambiente y nuestros recursos naturales se 
encuentren gravemente afectados son consecuencia de actividades como la tala y la minería ilegal, que además 
afectan territorios y derechos de pueblos indígenas, y generan un grave riesgo a la vida e integridad de las personas 
defensoras ambientales.

Frente a ello, la Defensoría del Pueblo insistió en la urgencia de implementar una estrategia integral, con 
presupuesto y recursos suficientes, tanto para una protección efectiva de las personas defensoras ambientales, 
como para la erradicación de las actividades ilegales antes mencionadas. Adicionalmente se supervisaron las 
acciones del Estado y formularon recomendaciones, a fin de que se atienda de manera adecuada problemáticas 
como la contaminación por basurales y la falta de remediación de pasivos ambientales (como el grave desastre 
ambiental ocasionado por el derrame de petróleo en Ventanilla, Callao, y  otros sectores de nuestro litoral, así como 
las continuas fugas en la Amazonía). Igualmente, que se atienda el desafío que representa el cambio climático para 
nuestro país.

La Defensoría supervisó las acciones del Estado y formuló 
recomendaciones a fin de que se atienda de manera adecuada 

problemáticas como la contaminación por basurales; y la falta de 
remediación de pasivos ambientales, como el grave desastre ambiental 

ocasionado por el derrame de petróleo en Ventanilla (Callao).
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Igualdad y no discriminación 
Los grupos vulnerables suelen ser los más afectados por la desigualdad en el ejercicio de derechos y por las situa-
ciones de discriminación que enfrentan.

Derechos de la niñez y adolescencia
Existe un grave retroceso en nuestro país respecto al ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes, de 
acuerdo con lo dispuesto en la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), que propugna su consideración 
como titulares de derechos. Algunos proyectos de ley del Congreso de la República refuerzan nociones contrarias a 
la CDN, como los que originaron la aprobación de la Ley Nº 31590, sobre tenencia compartida, que no garantiza el 
interés superior de este grupo vulnerable y puede generar formas de violencia contra progenitores, especialmente 
para la madre. De manera similar, como ya se mencionó, la Ley Nº 31498, sobre calidad de materiales educativos, 
que condiciona su publicación al consentimiento de madres/padres, afectaría la implementación de la educación 
sexual integral y del enfoque de género desde las escuelas. La Defensoría del Pueblo remitió opiniones técnicas 
expresando su desacuerdo con ambos cuerpos legales, con base en las obligaciones establecidas en la CDN y 
normas internas.

La Defensoría manifestó su desacuerdo respecto a las leyes 
Nº 31590, sobre tenencia compartida, y Nº 31498, sobre calidad 

de materiales educativos, remitiendo opiniones técnicas 
basadas en normativa internacional y nacional. 

La violencia en sus diversas manifestaciones sigue afectando de manera recurrente a niñas/os y adoles-
centes en diversos ámbitos donde transcurren sus vidas. Según data del Minedu, de enero a octubre se reportaron 
9026 casos de violencia en las escuelas; mientras que el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP) 
muestra que, de 45,511 casos de niñas, niños y adolescentes atendidos por los centros de emergencia mujer (CEM), 
32,768 (72%) corresponden a niñas y adolescentes mujeres. Esta situación, que conculca su dignidad y sus de-
rechos a la integridad y protección especial, es prevenible fortaleciendo medidas en ese sentido, lo que ha sido 
solicitado por la Defensoría, con énfasis en el Minedu y el MIMP, órganos estatales con rectoría en la atención de 
dicho problema.

De esta manera, la violencia sexual y el embarazo en niñas y adolescentes continúa siendo un problema 
recurrente que requiere ser evidenciado y atendido a través de medidas que garanticen su prevención, así como el 
acceso integral a la salud. Desde enero hasta el 24 de noviembre del 2022, se registraron 1357 recién nacidos de 
madres niñas y adolescentes de 11 a 14 años. Esto pese a que, según la legislación peruana, cualquier embarazo de 
una niña menor de 14 años es consecuencia de una violación sexual. Asimismo, las niñas y adolescentes represen-
tan el 94% de los casos de violación sexual en personas menores de edad; de enero a octubre, el Programa Aurora 
del MIMP atendió 6396 casos de violación sexual contra niñas y adolescentes.

En conclusión, los problemas históricos como la violencia siguen vulnerando los derechos humanos de la ni-
ñez y adolescencia, especialmente de las niñas y mujeres adolescentes. Estos derechos, además, no vienen siendo 
garantizados desde el Estado, pues las medidas que se adoptan, como las legislativas, constituyen un grave retro-
ceso en los derechos que ya se habían ganado y reconocido.

Protección de los derechos de los pueblos indígenas
En el 2022, la institución detectó y confirmó diversas afectaciones a los derechos de los pueblos indígenas. En ese 
marco, supervisó la contratación docente y la distribución de materiales educativos a inicios de año y logró que el 
Minedu deje sin efecto un documento que solicitaba a las direcciones regionales de educación (DRE) precisar las 
escuelas que dejarían de brindar el servicio de educación intercultural bilingüe (EIB) en su jurisdicción. No obs-
tante, aún persiste la demora en aprobar la actualización de la Política Sectorial EIB y regular adecuadamente los 
requisitos mínimos de los postulantes a cargos directivos en escuelas EIB, lo que puede repercutir en el sistema 
educativo en el 2023.

Asimismo, se han efectuado recomendaciones para mejorar el proceso de vacunación contra el Covid-19 en 
pueblos indígenas. Sus bajos índices de cobertura motivaron a la Defensoría del Pueblo a supervisar los avances 
en 11 departamentos, habiendo visitado presencialmente microrredes de Amazonas y Loreto, además de realizar 
consultas virtuales, cuyos resultados se publicarán en los primeros meses del 2023. Por otro lado, el nivel de riesgo 
y la vulnerabilidad de los defensores indígenas ha ido en aumento en el año 2022, principalmente en el distrito de 
El Cenepa (Amazonas). Por ello, además de las recomendaciones emitidas, se sostuvieron reuniones con diversas 
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entidades nacionales y regionales para proteger a esta población, persistiendo la falta de presupuesto y logística 
para realizar operativos y mejorar la seguridad en las zonas donde se presentan situaciones de riesgo, lo que traería 
consecuencias negativas para el 2023, en caso de persistir.

Finalmente, en el 2022 se constató que instituciones de Loreto intentaban desconocer la existencia de 
pueblos indígenas en aislamiento y contacto inicial (Piaci). Esto podría derivar a que no se les reconozcan y que 
se presenten nuevas solicitudes de creación de reservas indígenas para el 2023. Todo esto sumado al reciente 
proyecto de ley que pretende modificar la Ley Piaci, con la intención de trasladar dichas facultades a los gobiernos 
regionales. 

Personas LGBTI
En materia de derechos de las personas LGBTI, la Defensoría del Pueblo mantiene un trabajo sostenido desde 
el año 2016, detallado en el Informe Defensorial Nº 175. Esta labor ha continuado durante el año 2022, a través 
de opiniones técnicas a proyectos de ley y Amicus curiae, así como diversos pronunciamientos institucionales. 
En todos ellos la Defensoría ha dejado clara su posición institucional en materias como el matrimonio igualita-
rio, la necesidad de una ley de identidad de género y el reconocimiento de las familias diversas en igualdad de 
derechos.

Asimismo, la Defensoría del Pueblo hace seguimiento al cumplimiento de las obligaciones del Estado en el 
Caso Azul Rojas Marín y a recomendaciones formuladas por la institución sobre la necesidad de contar con un re-
gistro de denuncias e investigaciones fiscales sobre delitos contra la vida, el cuerpo, la salud y discriminación contra 
personas LGBTI, así como la implementación de protocolos diferenciados de atención en materia de salud sexual y 
reproductiva. Finalmente, fomentamos la implementación de un procedimiento administrativo que permita registrar 
y/o cambiar, rectificar o adecuar el nombre y los demás componentes esenciales de su identidad como la imagen, 
o la referencia al sexo o género de la información del documento de identidad, a fin de que sean acordes a la iden-
tidad de género autopercibida.

Personas en movilidad internacional
La emergencia sanitaria redefinió temporalmente las prioridades del gobierno sobre la gestión migratoria en el 
país, por lo que entre el 2020 y mediados del 2021 los esfuerzos no se enfocaron en la expulsión de extranjeros/as. 
Sin embargo, luego de la reapertura gradual de fronteras terrestres desde febrero del 2022 y la flexibilización de 
las medidas de bioseguridad, volvió a cobrar importancia en la agenda política del Estado la ejecución de depor-
taciones como “acción clave para la lucha contra la inseguridad ciudadana”, así como discursos e iniciativas que 
asocian la migración con la criminalidad.

En este contexto, durante el 2022 se identificó el anuncio y/o adopción de medidas que afectan a los/as 
refugiados/as y migrantes en el país, y que han ameritado nuestra intervención.

Por un lado, la aprobación de la autógrafa de la Ley que modifica los artículos 10º, 45º, 61º y 63º del Decreto 
Legislativo Nº 1350, Ley de Migraciones, por parte del Congreso de la República. Estas modificatorias brindan ma-
yor discrecionalidad a las autoridades migratorias para limitar el ingreso de extranjeros/as al país con base en el 
principio de soberanía, y transfirieren una carga de fiscalización indirecta a quienes prestan servicios de hospedaje 
y arrendamiento al exigir documentos que acrediten la regularidad migratoria de quienes contraten con ellos/as, lo 
que atenta contra el principio de igualdad y no discriminación y el derecho a la vivienda de las personas extranjeras 
en el país.

Ante esa situación, recomendamos al Poder Ejecutivo observar la autógrafa de ley. El 9 de agosto del 2022, 
el presidente de la República remitió al Congreso sus observaciones a las modificaciones de los artículos 61º y 
63º del D.L. Nº 1350, a fin de que sean reconsideradas, acogiendo nuestra recomendación parcialmente. En caso 
se apruebe el proyecto de ley por insistencia, nuestra institución tiene prevista la presentación de una acción de 
inconstitucionalidad. 

Por otro lado está la presentación por parte del Poder Ejecutivo del Proyecto de Ley Nº 2811/2022-PE, que 
busca modificar el Decreto Legislativo Nº 1350, respecto a la expulsión de extranjeros, y el Código Penal. Esta pro-
puesta tiene dos objetivos: i) incrementar las causales de expulsión del artículo 58° del D.L. Nº 1350; ii) incorporar 
en el artículo 368° del Código Penal (resistencia y desobediencia a la autoridad) la sanción con pena privativa de 
la libertad no menor de 5 años ni mayor de 8 años ante el incumplimiento de órdenes de expulsión por parte de 
extranjeros/as. Tras nuestro análisis, se determinó que las causales de expulsión que se busca incorporar ya se 
encuentran subsumidas en otros supuestos, o no ameritan una sanción tan grave como la deportación. Sobre la 
modificación propuesta del artículo 368° del Código Penal, consideramos que resulta contraria al principio de no 
criminalización de la migración irregular, reconocido tanto en tratados de los que el Perú es parte como en nuestra 
propia norma de migraciones.



V
IG

ÉS
IM

O
 S

EX
TO

 I
N

FO
R

M
E 

A
N

U
A

L 
D

E 
LA

 D
EF

EN
S

O
R

ÍA
 D

EL
 P

U
EB

LO
  •

  P
ER

Ú
, 2

0
22

21

Personas mayores
En el Perú, las personas mayores de 60 años representan el 13.3% de la población y son múltiples las condiciones 
de desigualdad que les afectan. En el 2019, la Defensoría del Pueblo llamó la atención sobre las brechas en ámbitos 
como la salud, la educación y las pensiones. En la actualidad, podemos afirmar que la pandemia ha acentuado estas 
brechas, de tal manera que, en el segundo trimestre de este año, el 86.8% de las mujeres mayores y el 74.3% de 
los hombres mayores han presentado algún problema de salud crónico. Asimismo, el 15.9% de la población mayor 
es analfabeta y solo el 35% está afiliado a un sistema de pensión3.

Frente a ello, la Defensoría del Pueblo considera urgente que, en el marco de la política pública para las 
personas mayores, el Estado, a través de sus tres niveles de gobierno, implemente progresivamente la Convención 
Interamericana sobre la protección de los derechos humanos de las personas mayores. Esto debe realizarse a tra-
vés de medidas dirigidas a prevenir, sancionar y erradicar el aislamiento y abandono, así como toda práctica que 
atente contra la seguridad e integridad de la persona mayor. 

Así también, es fundamental que, conforme lo establece la Convención Interamericana, se implementen 
políticas intersectoriales de salud orientadas a una atención integral de la persona mayor que incluya la promoción 
de la salud, la prevención y la atención de la enfermedad en todas las etapas, se facilite su acceso a programas 
educativos y de alfabetización. Además, es necesario que se promueva la educación y formación de las personas 
mayores en el uso de las nuevas tecnologías de la información y comunicación, con el propósito de minimizar la 
brecha digital e incrementar la integración social y comunitaria de las personas mayores. 

Derecho a la identidad 
En el año 2021, el 98.9% de la población mayor de 18 años contaba con documento nacional de identidad (DNI). Por 
su parte, solo el 77.8% de niños menores de un año de la Amazonía tiene DNI, llegando en el área rural a la preo-
cupante cifra de 67.1%. Una situación similar se experimenta en la costa rural, con 65%. Sumado a ello, el Registro 
Nacional de Identidad y Estado Civil (Reniec) hasta finales del 2022 ha dispuesto la incorporación y transferencia 
del acervo documentario (actas y expedientes registrales) únicamente de 70 Oficinas de Registros de Estado Civil, 
así como la automatización de 1513 oficinas registrales municipales (OREC) a nivel nacional, cifra insuficiente para 
atender la demanda usuaria. 

La falta o limitada incorporación de las OREC al Reniec, al igual que de la automatización de sus registros, 
en muchos casos dificulta al ciudadano cumplir con los requisitos solicitados por la entidad mencionada. Esta 
limitación responde a factores como la alta migración interna del personal del Reniec y el desplazamiento de usua-
rios que, para obtener la copia certificada del acta registral solicitada, deben volver a sus lugares de origen. Esta 
situación implica un costo económico y de tiempo que tienen que ser asumidos por la población. La Defensoría del 
Pueblo reiteró la priorización de la incorporación de las oficinas de los registros civiles de las municipalidades al 
Reniec, en cumplimiento del mandato constitucional. 

Por otro lado, tras una supervisión de la Defensoría se advirtió que diversas personas que pertenecen a las 
organizaciones sociales de “ollas comunes” no tienen acceso a los servicios públicos y otras no pueden obtener la 
constancia de posesión municipal debido a su ubicación territorial, lo cual implica que no puedan cumplir con el 
requisito exigido por el Reniec para la actualización de domicilio en el DNI. Frente a esta situación, se propuso a 
esta institución que implemente la normativa vigente para el procedimiento de actualización de domicilio con base 
en una declaración jurada que establezca la dirección del mismo cuando las personas no cuenten con servicios 
públicos y, consecuentemente, los recibos que prueban este hecho; además, se exhortó a que este procedimiento 
sea gratuito dadas las condiciones de pobreza de la población en cuestión. 

Personas con discapacidad
La Política Nacional Multisectorial en Discapacidad para el Desarrollo identifica como problema público la discri-
minación estructural hacia ese sector de la población, situación que limita el ejercicio de derechos y el acceso a 
servicios básicos. Si bien el Estado peruano ha desarrollado en los últimos años esfuerzos para adecuar su legisla-
ción al marco establecido por la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), persiste 
el desafío de hacer efectivos los derechos en la vida cotidiana de estas personas. Asimismo, subsiste una falta de 
adecuación al modelo social de discapacidad con enfoque de derechos humanos en la implementación de los ser-
vicios y la actuación de la administración pública. 

Entre las situaciones que causan especial preocupación está la educación de las niñas, niños y adolescentes 
con discapacidad. De toda la población con discapacidad que el Minedu identificó como fuera del sistema educa-

3  INEI. Situación de la Población Adulta Mayor. Informe Técnico N° 3. Abril-mayo-junio 2022: https://m.inei.gob.pe/media/MenuRecur-
sivo/boletines/03-informe-tecnico-poblacion-adulta-mayor-abr-may-jun-2022.pdf. 
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tivo, solo el 5.4% obtuvo matrícula. Asimismo, la brecha en el acceso a la educación de este grupo de la población 
se mantuvo en el orden del 88%. Por otro lado, si bien la Ley N° 30947, Ley de Salud Mental, proscribe la institu-
cionalización de las personas con discapacidad psicosocial, en la práctica se continúa vulnerando el derecho a la 
libertad y seguridad personal de esas personas. 

Finalmente, en estos años poco se ha avanzado en la inclusión laboral de las personas con discapacidad. El 
Censo del 2017 reveló que el 64.3% de las personas con discapacidad en edad de trabajar no tiene empleo, y que 
de aquellos que se encuentran trabajando, el 49% ha venido desempeñándose como trabajador(a) independiente 
o por cuenta propia, un 27% como empleado(a), un 15% como obrero(a), un 5% como empleador(a) o patrono(a), 
un 3% como trabajador(a) en negocio de un familiar y un 1% como trabajador(a) del hogar. Estos resultados mani-
fiestan las dificultades para la búsqueda activa de empleo y su efectiva consecución, así como precariedad en la 
actividad laboral sin beneficios laborales. También se reveló que el 3.62% de personas con discapacidad en edad 
de trabajar no tenían empleo o lo estaban buscando y un 60.68% no buscaba empleo activamente.

Personas privadas de libertad
Resulta relevante mencionar los impactos negativos que genera la ausencia de políticas penitenciarias con enfoque 
en derechos humanos, en particular en el incremento constante del hacinamiento, las situaciones de violencia y 
falta de condiciones de vida digna de las personas privadas de libertad. Esto se agrava cuando los internos perte-
necen a uno o más grupos de especial protección. Asimismo, es necesario precisar las condiciones inadecuadas en 
las que se encuentran los hijos e hijas de las internas, quienes permanecen en los espacios denominados “cunas”. 
Estos menores son conocidos como “niños invisibles” en el argot carcelario, debido a que no son considerados 
dentro del presupuesto destinado al sistema penitenciario, pero sí generan un gasto que debe ser cubierto para no 
perjudicar las condiciones de vida de las madres privadas de libertad y de sus hijos. 
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CAPÍTULO 3
CASOS EMBLEMÁTICOS EN DEFENSA 
DE LOS DERECHOS

En este capítulo presentamos los casos emblemáticos más relevantes en los cuales intervino la Defensoría del Pue-
blo. Los casos seleccionados completos y detallados pueden hallarse en los capítulos 2 y 3 del Informe Anual 2022.

Seguimiento sostenido del caso de feminicidio de Solsiret Rodríguez: impulso institucional para evitar la 
impunidad
La Defensoría del Pueblo detectó varias barreras de acceso a la justicia en el caso de la ciudadana Rodríguez Aybar, 
las cuales motivaron su intervención. La primera, que data del 26 de agosto del 2016, la enfrentaron sus familiares 
ante la Unidad Básica Desconcentrada (Depincri) de la PNP del Callao, quienes no recibieron la denuncia por des-
aparición, trasladando la responsabilidad a la propia víctima, haciendo uso de estereotipos de género prohibidos 
por el marco jurídico internacional. 

El 25 de octubre se abrió una investigación en la Cuarta Fiscalía Provincial Penal del Callao (4° FPPC). En ese 
contexto, el padre de la ciudadana, Carlos Rodríguez Meneses, y la abogada a cargo del caso (ONG Flora Tristán) 
informaron a la Defensoría una serie de dilaciones en las diligencias pendientes y falta de celeridad en la investiga-
ción. Asimismo, sindicaron como principales sospechosos a la pareja de la víctima, Brian Villanueva, y su gemelo, 
Kevin Villanueva.

La Oficina Defensorial del Callao procedió a recabar información y realizar diligencias presenciales ante la 
4° FPPC y la Depincri Callao, con la finalidad de que se acelere la investigación. Ese mismo año, el expediente fue 
redistribuido4 al segundo despacho de la 5° FPPC. En dicha fiscalía, el 14 de julio del 2017, considerando la reco-
mendación de nuestra institución, se emitió un auto de adecuación de investigación al tipo penal (delitos de aborto 
y secuestro). Asimismo, esta instancia solicitó a la Depincri Callao la remisión del informe policial y documentos 
correspondientes a las diligencias realizadas para el esclarecimiento de los hechos.

El caso se remitió a la División de Investigación de Delitos de Alta Tecnología de la Región Policial de Lima, 
para continuar con las diligencias dispuestas por la 5° FPPC y de forma posterior retornó al distrito judicial para el 
juzgamiento. Por ello, al advertir que todavía estaban pendientes diligencias programadas en la investigación fiscal, 
solicitamos que sean llevadas a cabo de manera oportuna.

El 18 de febrero del 2020 fue ubicado el cuerpo sin vida de la ciudadana Rodríguez Aybar, por lo que se dictó 
orden de prisión preventiva en contra de Andrea Regina Aguirre Concha y Kevin Villanueva Castillo, al ser conside-
rados como sospechosos principales y existir peligro de fuga e intromisión en las investigaciones. En este contexto, 
al advertir el vencimiento de la prisión preventiva y ante la preocupación de los deudos por la inminente liberación 
de los acusados, la Defensoría exigió a la 5° FPPC que se revalúe la ampliación de esta medida, considerando que 
el caso llevaba años siendo investigado y que el cese de dicha medida podría poner en riesgo el juzgamiento de las 
personas acusadas (Oficio N° 478-2022-DP/ OD-CALLAO del 13 de mayo del 2022).

Por otro lado, a solicitud de la parte agraviada, intervinimos en la investigación que se lleva a cabo en el Fue-
ro Militar Policial en contra del Suboficial Superior PNP Pío Dante Pastor Bocángel por el delito contra la integridad 
institucional en la modalidad de desobediencia, por inacción al negarse a recibir la denuncia por desaparición de 
Solsiret Rodríguez Aybar y emitir comentarios que reproducen estereotipos de género.

En este proceso, nos informaron que existía un requerimiento de sobreseimiento por parte de la 13° Fiscalía 
Militar Policial y que estaba pendiente de audiencia (Oficio N° 691-2022-FMP-TMPC/13FMP-LIMA del 12 de mayo 
del 2022). Por ello, se solicitó que nos informen de manera detallada los motivos de este requerimiento, conside-
rando que la negativa de recibir denuncias por desaparición pone en mayor riesgo la vida de las víctimas.

El 15 de junio del 2022, el Juzgado Penal Colegiado Permanente del Callao condenó a Kevin Alexander Vi-
llanueva Castillo, como autor del delito de feminicidio, a 30 años de pena privativa de libertad; y a Andrea Regina 
Aguirre Concha como autora del delito de homicidio calificado, imponiéndole 28 años de prisión. Por su parte, 
Brian Alexander Villanueva Castillo y Yolanda Isabel Castillo García fueron sentenciados, como autores del delito de 
encubrimiento real, a 3 años y 4 meses de pena privativa de libertad efectiva.

4  El motivo fue la implementación del nuevo Código Procesal Penal en el distrito judicial del Callao.
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El Ministerio Público interpuso el recurso de apelación contra la sentencia, en el extremo que condenaba a 
Andrea Regina Aguirre Concha por el delito de homicidio calificado, al considerar que la condena debió ser por el 
delito de feminicidio. En este mismo sentido, el 24 de enero del 2023, nuestra institución presentó un Amicus cu-
riae ante el Cuarto Juzgado de Investigación Preparatoria (Oficio N° 005-2023-DP/ADM del 24 de enero del 2023).

Como se observa, la Defensoría del Pueblo ha acompañado este proceso desde que se tomó conocimiento 
de las barreras de acceso a la justicia que enfrentaron las y los deudos. Por ello, se supervisaron las diligencias dis-
puestas y emitieron diversas recomendaciones durante el proceso judicial por feminicidio de la ciudadana Solsiret 
Rodríguez, con el objetivo de garantizar el acceso a la justicia con la debida diligencia reforzada, así como evitar 
la impunidad.

El acompañamiento al caso de Solsiret Rodríguez permitió 
garantizar el acceso a la justicia con la debida diligencia 

reforzada, así como evitar la impunidad.

Intervención defensorial ante intento de suicidio de menor abusada sexualmente al no ser atendida por la 
División Médico Legal de Tacna
El 17 de noviembre del 2022, la Defensoría del Pueblo confirmó que en el área de Asistencia Social del Hospital 
Hipólito Unanue de Tacna se encontraba una adolescente que había intentado suicidarse mediante el uso de una 
sustancia química. Señaló que tomó esa decisión fatal debido a la falta de justicia para su caso. La joven afirmó que 
había sido víctima de violación sexual en tres oportunidades, por parte de su tío. A pesar de haber presentado la 
denuncia en mayo del 2022, no tuvo acceso a una entrevista única en cámara Gesell debido a la falta de personal de 
apoyo en la División Médico Legal de Tacna. Es preciso señalar que el presunto agresor se mantenía en el entorno 
cercano de la víctima.

De manera inmediata, se intervino ante la Dirección de Medicina Legal, la cual informó que la diligencia no 
se había programado debido a la falta de personal capacitado en cámara Gesell durante el mes de octubre. Poste-
riormente, solicitaron la intervención defensorial ante la Fiscalía a cargo de la investigación para que brinden apoyo 
con personal administrativo y que la adolescente pueda realizar su entrevista única.

Por su parte, la Fiscalía responsable del caso, ubicada en el distrito Coronel Gregorio Albarracín Lanchipa, 
informó que programaría la diligencia recién para el mes de diciembre. No obstante, tras el intento de suicidio 
de la adolescente y la intervención defensorial, señalaron que coordinarían con Medicina Legal para acelerar la 
diligencia.

De este modo, la intervención defensorial permitió formular recomendaciones al Ministerio Público, con la 
finalidad de que se garantice la realización oportuna de la entrevista única en cámara Gesell en casos de violencia 
sexual hacia niñas, niños y adolescentes en Tacna. Se hizo hincapié en la necesidad de contar con los recursos hu-
manos y logísticos necesarios. Como resultado de estas gestiones, se logró programar la diligencia correspondiente 
en un plazo razonable, teniendo en consideración el interés superior de la adolescente.

Mantenimiento y renovación de la Cuna “Mis Primeros Pasitos” en el Establecimiento Penitenciario Anexo 
Mujeres–Chorrillos
Mediante una visita de supervisión al Establecimiento Penitenciario Anexo Mujeres–Chorrillos, se constató que la 
Cuna “Mis Primeros Pasitos”, destinada a albergar a 12 niños entre 0 y 3 años de edad, se encontraba en condicio-
nes preocupantes. Las instalaciones, construidas con material drywall, mostraban signos de hongos y salitre, lo que 
ponía en riesgo la salud e integridad de las hijas e hijos de las internas.

Se estableció comunicación con las internas del penal para conocer sus apreciaciones sobre la situación. 
Asimismo, se envió un oficio al entonces presidente del Consejo Nacional Penitenciario, manifestando lo preocu-
pante de la situación y planteando recomendaciones.

Posteriormente, se realizaron visitas para verificar la mejora de las condiciones. Se pudo constatar que se 
estaban llevando a cabo trabajos de reconstrucción de las instalaciones de la Cuna. Además, mediante entrevista 
con la directora del establecimiento penitenciario, se corroboró el proceso de reconstrucción y mejoramiento de la 
infraestructura.

De esta manera, la intervención defensorial consiguió que se salvaguarden los derechos de las niñas y ni-
ños de la Cuna del establecimiento penitenciario, con la finalidad de preservar su salud e integridad. Es pertinente 
mencionar que esta medida tuvo un impacto positivo sobre las internas que son madres, quienes además de en-
contrarse privadas de libertad, tienen a su cargo la crianza de sus hijos e hijas.
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Acción de inconstitucionalidad contra la Ley que reconoce a los comités de autodefensa y desarrollo rural 
y los incorpora en el sistema de seguridad ciudadana
Antes de la promulgación de la Ley Nº 31494, la Defensoría del Pueblo alertó al Ejecutivo y al Legislativo que su 
contenido afectaría los derechos de las comunidades y el sistema de seguridad ciudadana. En junio del 2021, me-
diante Oficio N° 0147-2021/DP, se recomendó a la Presidencia del Consejo de Ministros (PCM) que observara la 
autógrafa de ley con la que se aprobó dicho proyecto de ley. Posteriormente, en julio del 2021, la institución remitió 
al Congreso de la República el Oficio N° 250-2021-DP/PAD solicitando que se abstuviera de aprobar por insistencia 
dicha norma.

A pesar de ello, el 16 de junio del 2022 el Congreso aprobó por insistencia la Ley N° 31494, lo cual generó 
una fuerte reacción de rechazo en diversas organizaciones indígenas, campesinas y ronderas a nivel nacional. Ante 
esta situación, el 22 de junio, la Defensoría se reunió con representantes de la Organización Nacional de Mujeres 
Indígenas (Onamiap), la Confederación Nacional Agraria (CNA) y la Asociación Interétnica de Desarrollo de la Selva 
Peruana (Aidesep), quienes reafirmaron su rechazo y manifestaron su preocupación debido a que la norma vulne-
raba, entre otros, el derecho a la autonomía de las comunidades nativas y campesinas y los pueblos indígenas, la 
jurisdicción indígena y la consulta previa.

Ante la gravedad de la situación, la Defensoría solicitó la intervención de distintas entidades competentes, 
además de informar a la ciudadanía que la norma contravenía el monopolio del uso de la fuerza del Estado en se-
guridad ciudadana y que afectaba derechos de los pueblos indígenas.

Posteriormente, el 7 de julio se solicitó a la Comisión de Pueblos Andinos, Amazónicos y Afroperuanos, Am-
biente y Ecología que diera prioridad al Proyecto de Ley Nº 2498/2021, el cual proponía la derogatoria de la Ley Nº 
31494 y garantiza el derecho a la consulta previa de los pueblos indígenas u originarios (Oficio Nº 415-2022-DP/
PAD). El 11 de julio, mediante Nota de prensa Nº 437/OCI/DP/2022, se señaló que la Ley Nº 31494 suponía la re-
nuncia del Estado a su obligación de asegurar la seguridad ciudadana y vulneraba los derechos de las comunidades 
y pueblos indígenas. Por lo tanto, al ser inconstitucional, la Defensoría del Pueblo solicitó priorizar su derogación.

Después de un análisis riguroso, técnico y objetivo, el 24 de agosto la Defensoría del Pueblo presentó una 
demanda de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional (TC) contra el íntegro de dicha norma, por vulne-
rar los derechos de las comunidades campesinas, nativas e indígenas, transgredir el bien jurídico de la seguridad 
ciudadana y desconocer normas vinculantes en materia del uso de la fuerza. En esta demanda, también se solicitó 
al TC que declare un estado de cosas inconstitucional por la omisión de regular el derecho a la consulta previa res-
pecto de medidas legislativas que impacten directamente en el territorio de las comunidades y pueblos indígenas, 
lo que configura una grave vulneración contra estos grupos en condición de vulnerabilidad.

Finalmente, el 7 de octubre, el Pleno del TC admitió a trámite la demanda de inconstitucionalidad presentada 
por la Defensoría del Pueblo contra la Ley Nº 31494, bajo el Exp. Nº 00007-2022-PI/TC, y trasladó la demanda al 
Congreso de la República para que se apersone al proceso y la conteste dentro de los 30 días útiles siguientes a la 
notificación de la resolución admisoria.

Defensoría garantiza atención a menores indígenas en situación de orfandad como consecuencia de la 
pandemia en zonas amazónicas de difícil acceso
En el mes de octubre del 2022, la Defensoría del Pueblo recibió un pedido de intervención sobre menores indíge-
nas en situación de orfandad en las comunidades nativas de la provincia de Condorcanqui, en la región Amazonas. 
Estas niñas, niños y adolescentes habían perdido a sus padres, madres o tutores debido a la pandemia y no habían 
sido beneficiarios del subsidio económico dispuesto por Ley N° 31405 por no contar con un certificado de defun-
ción que indicara explícitamente que la muerte fue a causa del Covid-19.

Ante esta situación, la Defensoría emitió el Oficio Múltiple N° 004-2022-DP/AMASPPI-PPI del 29 de octu-
bre, informando a los sectores correspondientes sobre la necesidad de intervención urgente. Además, convocó a 
una reunión de trabajo con el Ministerio de Cultura, el Ministerio de Salud,  el Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables, el Programa Integral Nacional para el Bienestar Familiar (Inabif) y el Registro Nacional de Identifica-
ción y Estado Civil (Reniec), con el objetivo de obtener compromisos por parte de estas entidades para proteger los 
derechos de la niñez y adolescencia indígena en situación de orfandad.

Asimismo, se trasladó información a las entidades competentes sobre la situación de 10 niñas y niños de 
la Comunidad Nativa Kusu Numptakaim, cuyos padres habían fallecido a causa de la pandemia. Se solicitó a estas 
entidades que verificaran la situación y brindaran atención para garantizar la protección integral estatal de las ni-
ñas y niños identificados en el acta de la comunidad. Esto se comunicó mediante Oficio Múltiple Nº 005-2022-DP/
AMASPPI-PPI, del 25 de noviembre del 2022.

Respecto a estos casos, la Defensoría solicitó que se incluyera a la niñez y adolescencia indígena en los 
grupos priorizados contemplados en la Ley N° 31405. Además, se solicitó promover la implementación del subsidio 
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en las zonas más lejanas y con alta presencia de población indígena. También se recomendó que se requiera el 
apoyo de los enlaces indígenas de salud (Minsa), coordinadores y gestores interculturales (Mincul) para la promo-
ción de dicha norma, que se elaboren materiales audiovisuales o spots informativos en lenguas indígenas, así como 
articular y coordinar con autoridades locales y organizaciones indígenas para identificar casos similares en otras 
localidades.

En atención a estas recomendaciones, el 19 de diciembre el MIMP informó a nuestra institución que se 
había registrado a 54 niñas, niños y adolescentes pertenecientes a los pueblos indígenas Murui Muinani, Matsés y 
Kukama Kukamiria5, en el marco de las 10 campañas de difusión que efectuaron en Loreto para la inscripción como 
beneficiarios a la subvención económica por orfandad, establecida en la Ley N° 31405 (Nota Nº D001156-2022-
MIMP-DVMM del 19 de diciembre del 2022).

MENORES DE EDAD INDÍGENAS 
DE LORETO FUERON INSCRITOS POR 
EL MIMP COMO BENEFICIARIOS A LA 
SUBVENCIÓN ECONÓMICA POR ORFANDAD 
SIGUIENDO UNA RECOMENDACIÓN 
DEFENSORIAL.

CASOS DE NIÑOS EN SITUACIÓN 
DE ORFANDAD DE LA REGIÓN AMAZONAS 
FUERON ATENDIDOS POR UN GESTOR 
INTERCULTURAL EN ATENCIÓN 
A UNA PROPUESTA DE LA DEFENSORÍA 
AL MINISTERIO DE CULTURA.

54 10 

La declaración jurada confirmando el deceso ante la 
imposibilidad de obtener el certificado de defunción general que 
expide el Minsa en zonas de difícil acceso, ya puede obtenerse 

gracias a una recomendación de la Defensoría del Pueblo.

Por su parte, el Mincul, mediante Oficio N° 000183-2022-DGCI/MC del 23 de diciembre, informó que esta-
ban realizando acciones de inducción a los gestores interculturales respecto al bono establecido en la ley mencio-
nada, además de haber designado a un gestor intercultural para intervenir y dar seguimiento al caso de los 10 niños 
en situación de orfandad en Amazonas. Asimismo, indicaron que, siguiendo las recomendaciones de la Defensoría 
del Pueblo, habían solicitado una reunión de coordinación con el Inabif para la elaboración de materiales audiovi-
suales sobre los alcances de la ley.

Finalmente, el 26 de diciembre del 2022, el Reniec nos informó que se podía efectuar una declaración ju-
rada por parte de la autoridad política, judicial o religiosa del lugar, confirmando el deceso, en casos en los que no 
fuera posible obtener el certificado de defunción general que expide el Minsa en zonas de difícil acceso. Además, 
se mencionó que si el fallecimiento ocurriera en un lugar o población donde no exista Unidad de Oficina Registral 
o sea de difícil acceso, se “redactará un documento en donde conste la defunción y remitirla a la Oficina Registral 
más cercana para su inscripción” (Oficio N° 003372-2022/SGEN/RENIEC del 26 de diciembre del 2022). 

Asociación “Católicas por el Derecho a Decidir–Perú” revierten nulidad de asiento registral apoyada por 
Amicus curiae elaborado por la Defensoría
En el año 2019, la Asociación “Católicas por el Derecho a Decidir–Perú”, organización defensora de los derechos 
sexuales y reproductivos, solicitó a la Defensoría del Pueblo coadyuvar en la protección de su derecho a la asocia-
ción, ante la demanda interpuesta por la asociación Centro Jurídico Tomás Moro sobre nulidad de inscripción en 
los Registros Públicos, por supuestamente “usar de mala fe” el término “católicas”.

En respuesta, la Defensoría del Pueblo presentó un Amicus curiae ante el Noveno Juzgado Especializado en 
lo Civil de la Corte Superior de Lima (Oficio N° 098-2019-DP/ADHPD), con la finalidad de que el caso fuera revisado 
considerando el contexto del ejercicio de promoción y defensa de los derechos humanos por parte de la organiza-
ción. Como resultado, mediante sentencia del 24 de mayo del 2022, el juzgado, tomando en cuenta el Amicus curiae 
presentado, declaró infundada la demanda por nulidad de asiento registral. Esta sentencia constituye un referente 
de protección de las organizaciones defensoras de derechos humanos.

Intervención ante Red Asistencial de EsSalud de Cajamarca para compra de medicamentos
El ciudadano C.L.C. solicitó la intervención de la Defensoría del Pueblo, con la finalidad de que la Dirección de la 
Red Asistencial de EsSalud de Cajamarca adquiera el concentrado de Factor VIII para su tratamiento por tener 

5  Centros poblados de San Antonio del Estrecho, Angamos, Puerto Alegre, Nuevo Paujil, Santa Rosa, Quebrada Chobayacu, Cashispe, 
Las Malvinas, Río Yaquerana, Miguel Grau, Mateo Arulama y San José de Añushi–Río Gálvez.
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diagnóstico de Hemofilia tipo A. El paciente fue referido del Hospital Almanzor Aguinaga de Chiclayo al Hospital II 
Cajamarca, para tratamiento y control, a pesar de no haber recibido durante cuatro meses su medicina por no estar 
disponible en el establecimiento de salud, poniendo en riesgo su salud y su vida por falta de tratamiento.

Se recomendó a la Red Asistencial EsSalud Cajamarca que disponga las acciones necesarias para garantizar 
la adquisición y entrega del concentrado de Factor VIII para el paciente C.L.C. en el menor plazo posible. Además, 
se propuso que implementaran acciones correctivas y de mejora en la disposición, planificación y distribución de 
medicamentos en toda la Red Asistencial.

Posteriormente, se recibió información, mediante Oficio N° 181-2022-DM-RACAJ-ESSA-LUD-2022, sobre 
las acciones realizadas para el ingreso del producto Factor VIII y la disponibilidad del medicamento hasta el 31 de 
diciembre del 2022.

200,000 estudiantes de Piura reciben material educativo tras intervención de la Oficina Defensorial
Durante supervisión realizada por la OD Piura a las UGEL Piura, Sechura, La Unión y Tambogrande con motivo del 
inicio del año escolar, se descubrió que había 256 toneladas de material educativo sin repartir, lo que significaba 
que al menos 1662 instituciones educativas no habían recibido el material escolar correspondiente. Esta situación 
se produjo debido a la demora en resolver una controversia suscitada en el proceso de contratación de servicio de 
modulado y transporte, lo cual generó que más de 200,000 estudiantes de la región Piura iniciaran las clases sin 
contar con los respectivos cuadernos de trabajo, necesarios para asegurar un aprendizaje de calidad.

En respuesta a esta situación, se recomendó al Tribunal de Contrataciones del Estado del Organismo Super-
visor de las Contrataciones del Estado (OSCE) que resolviera, en el menor plazo posible, el recurso presentado en el 
proceso de contratación. Además, se recomendó a la DRE Piura y a las UGEL involucradas que adoptaran medidas 
para agilizar el procedimiento de contratación del servicio de transporte y/o buscar alternativas para una distribu-
ción del material. Asimismo, se recomendó que se disponga el destino final de los materiales de años anteriores y 
se iniciaran las investigaciones administrativas correspondientes.

Los hechos fueron comunicados al Ministerio Público y a la Contraloría General de la República para que 
tomaran las acciones necesarias de acuerdo a sus competencias. Finalmente, el 11 de abril se inició la distribución 
y reparto del material educativo correspondiente al año 2022 a las II.EE. de los ámbitos de las UGEL de Piura, 
Sechura, La Unión y Tambogrande, restituyendo el derecho vulnerado de más de 200,000 niñas y niños de la región.

Defensoría garantiza la integridad del Sistema Electrónico de Contrataciones del Estado
Mediante denuncia difundida en medios de comunicación, se tomó conocimiento de que un joven de 23 años ha-
bría accedido con un usuario interno a la plataforma del Sistema Electrónico de Contrataciones del Estado (Seace) 
para obtener información sobre las propuestas económicas de los postores antes del cierre de los respectivos con-
cursos, con la finalidad de vender dicha información a empresas interesadas en ganar licitaciones.

Ante la gravedad de la denuncia, y en aras de evitar prácticas indebidas en el manejo de la información de 
carácter reservado de las contrataciones públicas, mediante Oficio N° 165-2021-DP-ALCCTEE del 10 de junio del 
2021, se recomendó a la Unidad Funcional de Integridad Institucional del OSCE evaluar la viabilidad de extender la 
certificación del “Sistema de Gestión Antisoborno” al proceso de administración del acceso al Seace y la revisión 
del “Sistema de Gestión de Seguridad de la Información” respecto de dicho proceso. Estas medidas tenían como 
objetivo prevenir los riesgos de corrupción y vulneración interna que se pudieran presentar durante el registro de 
ofertas en el Seace y evitar la repetición de situaciones como la denunciada. 

La Unidad Funcional de Integridad Institucional del OSCE informó que la Secretaría General dispuso la 
ampliación del alcance de la norma ISO 37001 Sistema de Gestión Antisoborno al proceso de Administración del 
acceso al Seace (Oficio N° D000001-2022-OSCE-UFII del 19 de julio del 2022). Esta medida implica la revisión 
de los respectivos procesos, en línea con lo recomendado. De este modo, sobre la base de las recomendaciones 
defensoriales, la entidad adoptó medidas concretas para garantizar la integridad del respectivo sistema, como un 
esfuerzo para combatir la corrupción.

Defensoría del Pueblo consigue que se eleve el presupuesto destinado a la lucha contra la minería ilegal
En los últimos años, los pueblos indígenas awajún y wampis, ubicados en los distritos de El Cenepa y Río Santiago, 
en la provincia de Condorcanqui–Amazonas, han venido sufriendo graves afectaciones a sus derechos humanos 
debido a la presencia de minería ilegal en sus territorios. Durante el 2022, la problemática escaló, registrándose 
enfrentamientos entre la población indígena, así como entre esta y presuntos mineros ilegales.

La Defensoría del Pueblo ha realizado diversas actuaciones y formulado recomendaciones a instituciones 
del ámbito nacional y regional para afrontar esta situación. Algunas de estas recomendaciones incluyen ejecutar un 
megaoperativo en la zona con acciones de vigilancia permanente para evitar el regreso de los mineros ilegales, a 
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cargo de la PNP y de las Fuerzas Armadas (Oficio N° 322-2022-DP/AMASPPI); fortalecer la supervisión y fiscaliza-
ción de las actividades mineras en vías de formalización por parte de los GORE, a cargo de la Comisión Multisecto-
rial de seguimiento a las acciones frente a la minería ilegal y el proceso de formalización minera (Oficios N° 223 y N° 
324-2022-DP/AMASPPI); disponer el diseño e implementación de una estrategia coordinada y articulada para im-
pulsar el cierre de brechas sociales en la zona, que debe ejecutar la PCM (Oficios N° 142, N° 201 y N° 234-2022-DP). 

En cumplimiento de las propuestas de la Defensoría, el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) transfirió 
presupuesto adicional al Ministerio del Interior para la ejecución de acciones contra la minería ilegal (Decreto 
Supremo Nº 165-2022-EF), y se efectuaron interdicciones en algunas áreas de la región Amazonas. No obstante, 
pese a estos esfuerzos la problemática persiste, y la Defensoría insiste en la necesidad de abordar diversos fac-
tores, como garantizar un presupuesto adecuado para las acciones de erradicación de la minería ilegal, concluir 
efectivamente el proceso de formalización minera y contar con una estrategia orientada al cierre de brechas 
sociales. 

Asimismo, la Defensoría del Pueblo rechazó diversas iniciativas legislativas que, de aprobarse, agravarían 
los problemas ambientales y sociales derivados de la minería informal e ilegal. Resultaron de especial preocupa-
ción el Proyecto de Ley N° 2519/2021-CR, que plantea la incorporación de nuevos sujetos al proceso de forma-
lización minera en curso; el Proyecto de Ley N° 2742/2022-CR, que propone incluir a los mineros en proceso de 
formalización a la cadena de comercialización del oro, a pesar de las deficiencias del Registro Integral de Forma-
lización Minera (Reinfo) y las debilidades de los gobiernos regionales en materia de supervisión y fiscalización en 
esta materia. También se reiteró al Minem (Oficio N° 0331-2021-DP) la urgencia de aprobar una política nacional 
que de manera efectiva aborde la problemática derivada de la pequeña minería y minería artesanal e informal, 
siendo que en noviembre del 2022 se aprobó la Política Nacional Multisectorial para la Pequeña Minería y Minería 
Artesanal al 2030 (Decreto Supremo N° 016-2022-EM). Sin perjuicio de ello, resulta fundamental que el proceso 
de formalización minera concluya en el más breve plazo, y que se atiendan los impactos derivados de la minería 
informal e ilegal.

Por otro lado, en el mes de marzo se elaboró el Informe de Adjuntía N° 07-2022-DP/AMASPPI, titulado 
“Aportes de la Defensoría del Pueblo del Perú sobre Mercurio, la minería aurífera artesanal y a pequeña escala y los 
derechos humanos”. Este informe fue preparado y remitido al Relator Especial sobre sustancias tóxicas y derechos 
humanos de la Organización de las Naciones Unidas, en respuesta a la convocatoria de aportaciones denominada 
“Mercurio, la minería aurífera artesanal y a pequeña escala y los derechos humanos”.

Recomendaciones de la Defensoría ayudan a que las partes acuerden compensación económica a los afec-
tados en caso de derrame de petróleo en Ventanilla 
Los derrames de petróleo del 15 y 25 de enero del 2022 en el Terminal Multiboyas Nº 2 de la Refinería La Pampilla, 
operada por la empresa Refinería La Pampilla S.A.A. (Relapasa), del Grupo Repsol, llevó a la Defensoría a supervisar 
las acciones de las distintas autoridades competentes, visitar algunas zonas afectadas, sostener entrevistas con po-
blaciones afectadas, realizar reuniones interinstitucionales, emitir recomendaciones, entre otras. En cumplimiento 
de ellas, el Minam aprobó la declaratoria de emergencia ambiental de la zona marino costera. A octubre del 2022, 
el OEFA concluyó con la verificación de las acciones de limpieza que realizó Relapasa, determinando que 71 de los 
97 sitios impactados continuaban afectados. Asimismo, ordenó a Relapasa presentar un plan de rehabilitación que 
implemente medidas de protección ambiental complementarias para la recuperación del ecosistema afectado, en 
el plazo máximo de un año.

Sin perjuicio de ello, la Defensoría del Pueblo ha sostenido la necesidad de que el Organismo de Evaluación 
y Fiscalización Ambiental (OEFA) continúe con la supervisión para asegurar el cumplimiento efectivo de las accio-
nes de limpieza a cargo de la empresa, durante la elaboración y hasta antes de la ejecución del Plan de Rehabilita-
ción, a fin de evitar mayores impactos ambientales. En tanto, en atención a las recomendaciones de la Defensoría, 
Serfor aprobó una Guía para el manejo de fauna silvestre ante eventos de derrame de hidrocarburos en el ámbito 
marino costero.

En adición a los impactos ambientales mendionados, los derrames de petróleo de la empresa Repsol impac-
taron en la economía de las familias que dependen de las actividades de la pesca artesanal, el comercio interno 
y el turismo, debido al cierre de las playas, suspensión de la temporada de pesca, reducción del comercio, entre 
otras actividades. Frente a ello, el Estado debe articular una respuesta que permita mitigar los efectos del impacto 
social por dicha emergencia, sin perjuicio de las acciones que corresponda a la empresa Repsol. Así, el 4 de marzo, 
Repsol y la PCM firmaron un acuerdo que beneficiaría a pescadores y comerciantes afectados por el derrame. En 
virtud de este acuerdo, la PCM se comprometió a hacer entrega a la referida compañía de un padrón consensuado 
en un plazo máximo de 5 días laborables de suscrito dicho acuerdo, que incluiría a más de 5000 personas que 
resultaron afectadas.
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Por su parte, Repsol se comprometió a dar un anticipo de la indemnización de hasta S/3000, según la activi-
dad económica de cada persona asignada. Se debe recordar que la Evaluación de Daños y Análisis de Necesidades 
(EDAN) corresponde a los gobiernos locales de las zonas afectadas. Al 15 de marzo del 2022 no se contaba con 
información pública referente al número de personas incluidas en el Único Padrón de afectados por el derrame de 
petróleo en Ventanilla, pese a haber transcurrido dos meses. Esto generaba una gran incertidumbre en la población, 
que no podía acceder a dicha información pese a haber sido afectada en sus medios de vida y empadronados por 
las municipalidades.

Por tal razón, mediante Oficio N° 64-2022-DP/AAE del 15 de marzo del 2022, la Defensoría planteó a la PCM 
implementar, en coordinación con el Instituto Nacional de Defensa Civil (Indeci), una plataforma digital de consulta 
amigable y accesible que permita a las personas verificar sobre su registro en el Único Padrón de afectados. Dicha 
recomendación fue implementada con la habilitación de una plataforma virtual de consulta a través de la dirección 
electrónica: https://padronafectados.servicios.gob.pe

Por su parte, el 12 de marzo del 2022 el Indeci remitió a la PCM una relación de 5555 jefes de familia que 
fueron incluidos en el padrón de afectados por el derrame de petróleo. Sin embargo, la Defensoría del Pueblo re-
cibió pedidos de inclusión en dicho padrón de parte de la ciudadanía, los mismos que fueron canalizados ante las 
municipalidades de las zonas afectadas y el Indeci. Por tal razón, mediante el Oficio N° 64-2022-DP/AAE del 15 
de marzo del 2022, se recomendó a la PCM establecer en coordinación con el Indeci un mecanismo que permita 
incorporar en el Único Padrón de afectados a las personas identificadas como afectadas en sus medios de vida que 
inicialmente no fueron empadronadas y registradas en el Sinpad.

La coordinación gestionada por la Defensoría permitió incorporar en el Padrón único de afectados a más de 
4600 familias vinculadas con actividades del servicio de atención de restaurantes, ambulantes, entre otros; hacien-
do un total de 10,186 familias que figuran en el referido padrón.

FAMILIAS FUERON 
INCORPORADAS AL 
PADRÓN ÚNICO 
DE AFECTADOS 
POR EL DERRAME 
DE PETRÓLEO EN 
VENTANILLA PRODUCTO 
DE COORDINACIONES 
ESTABLECIDAS POR LA 
DEFENSORÍA. 4600

Según el comunicado oficial emitido por la empresa el 18 de diciembre del 2022, hasta esa fecha se habían 
firmado acuerdos de compensación total con más de 6000 personas registradas en el Padrón Único de Personas 
Afectadas, conformado por 10,186 jefes de familia, según información proporcionada por la PCM.

Además, se remitieron documentos oficiales a la empresa Relapasa y a la PCM. A la empresa, sobre los 
adelantos de compensación social, periodicidad de las próximas entregas económicas, negociación de un acuerdo 
de compensación final, los estudios socioeconómicos que sustenten los montos de compensación y las solicitudes 
de participación de nuestra institución en el proceso de negociación para el pago de compensaciones. A la PCM se 
remitieron documentos sobre la instalación de un Grupo de Trabajo Multisectorial e información de cumplimiento 
de acuerdos de las actas del 4 de marzo y 11 de noviembre del 2022.

Hemos participado activamente en las reuniones de negociación para el pago de compensaciones que se 
llevaron a cabo con la empresa Refinería La Pampilla S.A.A., a solicitud de dos asociaciones de comerciantes del 
distrito de Chancay. Siguiendo las recomendaciones formuladas por nuestra institución, las partes coordinaron de 
manera anticipada la fecha y hora de reunión, las asociaciones contaron con asesoría legal, los términos del acuer-
do extrajudicial de compensación fueron leídos y revisados y se presentaron observaciones al mismo, pautas que 
ayudaron a que las partes lleguen a un acuerdo económico satisfactorio.

De igual manera, se sugirió a la empresa la implementación de estándares mínimos en el diseño y desarrollo 
de los procesos de diálogo para garantizar los términos de negociación y los acuerdos. Por ejemplo, la coordinación 
de forma anticipada entre las partes para fijar fecha, hora y lugar de reunión, la cesión del uso de la palabra de forma 
ordenada y respetuosa de todos los participantes, la presencia y participación de asesores en las negociaciones en 
caso la población afectada lo requiera, y que se conozcan los términos del acuerdo extrajudicial de forma previa a 
su firma, para que las asociaciones efectúen sus consultas u observaciones a la empresa.
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Las 40 sedes defensoriales mantuvieron constante supervisión de la crisis política durante diciembre del 
2022
La decisión del expresidente Pedro Castillo de establecer un gobierno de excepción, generó un rápido y unánime 
rechazo de los otros poderes del Estado y organismos autónomos, como la Defensoría del Pueblo. Las Fuerzas Ar-
madas y Policía Nacional del Perú emitieron el Comunicado Conjunto N° 001-2022-CCFFAA-PNP, en el cual expre-
saron su respeto al orden constitucional establecido, precisando cuál es el marco constitucional vigente que faculta 
al presidente de la República a disolver el Congreso de la República. El Congreso aprobó la moción de vacancia 
del presidente Castillo con 101 votos. El expresidente fue detenido por la PNP y la vicepresidenta Dina Boluarte 
juramentó como Presidenta de la República.

Las protestas sociales iniciaron el 7 de diciembre, y se incrementaron con el transcurso de los días. Las 
demandas se centraron en el adelanto de elecciones generales, cierre del Congreso de la República, instalación 
de una Asamblea Constituyente, renuncia de la presidenta Dina Boluarte, así como la liberación del expresidente 
Pedro Castillo. La Defensoría del Pueblo registró 349 acciones colectivas de protesta, entre movilizaciones, planto-
nes, paralizaciones y vigilias. Se reportaron otras 60 medidas que implicaron hechos de violencia, como la toma de 
instalaciones, la destrucción de propiedad y enfrentamientos con las fuerzas del orden. Asimismo, se desarrollaron 
28 marchas por la paz en diferentes ciudades del país.

El 15 de diciembre se alcanzó el pico más alto de acciones colectivas de protesta a nivel nacional, con más 
de 80 medidas registradas. Cabe señalar que la Policía Nacional informó a través de una conferencia de prensa que 
se atacaron 12 dependencias policiales, 23 locales de otras instituciones y 25 instalaciones privadas. Respecto al 
bloqueo de vías, la Sutran informó diariamente sobre los puntos de bloqueo a nivel nacional, siendo el 15 de diciem-
bre el día con más vías interrumpidas, 122 puntos de bloqueo y 53 carreteras afectadas. Asimismo, se interrumpió 
los servicios de 5 aeropuertos en las ciudades de Huamanga, Arequipa, Cusco, Puno y Andahuaylas.

Nuestra institución desplegó personal de sus 40 oficinas desconcentradas a nivel nacional para que super-
visen y realicen intervenciones de oficio y a petición de parte para garantizar el derecho a la protesta pacífica, el 
derecho a recibir atenciones médicas oportunas en los centros de salud, y el derecho a ser adecuadamente trata-
do durante las detenciones en las dependencias policiales. Se emitieron pronunciamientos, comunicados y otras 
comunicaciones llamando a la tranquilidad y la no violencia, e invocando reiteradamente a ejercer el derecho a la 
protesta de forma pacífica y sin afectar los derechos de otras personas, ni afectar propiedad pública o privada. Se 
precisó también que el derecho a la protesta no se ve restringido por el estado de emergencia.

En relación a las funciones de restablecimiento del orden público por parte de la PNP, se hizo continuos 
llamados y advertencias en todas las regiones del país a ejercer su función con estricto apego al respeto de los 
derechos humanos, cumpliendo los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad en el uso de la fuerza.

Finalmente, se monitoreó el desarrollo de las acciones colectivas de protesta y hechos de violencia suscita-
dos a nivel nacional, lo que consta en los reportes diarios publicados en nuestro sitio web institucional.

El derecho a la educación inclusiva de las personas con discapacidad en sede universitaria de Amazonas
El recurrente de iniciales C.Z.L., estudiante con discapacidad visual severa de la facultad de Derecho y Ciencias 
Políticas de la Universidad Nacional Toribio Rodríguez de Mendoza, presentó una queja contra el abogado de ini-
ciales H.M.M.Z., docente del curso de Derecho Administrativo. El recurrente argumentó que el profesor cuestionaba 
su discapacidad visual, pues se negó en reiteradas oportunidades a programar exámenes orales, pese a que esta 
programación había sido solicitada por el propio decano de la facultad.

La OD Amazonas, mediante el Oficio N° 0503-2022-DP/AMAZ, planteó al Rector de la Universidad que 
adopte acciones para garantizar el derecho a una educación inclusiva de las personas con discapacidad, mediante 
ajustes razonables para garantizar el servicio educativo inclusivo y de calidad. Entre las medidas recomendadas se 
incluyeron adaptaciones metodológicas y curriculares, acompañamientos psicopedagógicos y de salud mental. Asi-
mismo, se solicitó que se dispongan acciones administrativas inmediatas para que el docente de iniciales H.M.M.Z. 
otorgue al recurrente los ajustes razonables requeridos, mediante adaptaciones metodológicas y curriculares, a fin 
de garantizar el servicio educativo inclusivo y de calidad.

Asimismo, se solicitó publicitar al interior de la entidad educativa un protocolo o normativa sobre implemen-
tación de ajustes razonables, además de capacitar al personal docente y administrativo de la Universidad Nacional 
sobre la identificación y atención de necesidades educativas especiales asociadas a la discapacidad y la inclusión de 
las personas con discapacidad en el servicio educativo universitario. También se recomendó remitir el presente caso 
a la Defensoría Universitaria, a fin de que pueda ejercer sus prerrogativas, y supervise el cumplimiento de las funcio-
nes de las autoridades comprometidas para la realización oportuna de los ajustes razonables en favor del recurrente.

El Rector de la Universidad Nacional Toribio Rodríguez de Mendoza nos remitió la Resolución de Consejo 
Universitario Nº 512-2022-UNTRM/CU, donde se informó sobre la implementación de cada una de las recomenda-
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ciones antes señaladas. De ese modo, la universidad buscó garantizar el derecho a una educación superior inclusiva 
a favor del recurrente y los demás estudiantes con discapacidad.

Intervención por cobros indebidos a usuarios de servicios de salud en Áncash
Una recurrente fue atendida en el Hospital Víctor Ramos Guardia en agosto del 2020 por Covid-19 y tuvo que can-
celar la suma de S/6651.40 por la atención recibida. Posteriormente, la recurrente solicitó la devolución del pago 
debido a que ella es asegurada del Seguro Social de Salud (EsSalud), por lo que dicha institución debió asumir el 
costo de la atención. Ante ello, el Hospital le informó que esos trámites se realizan entre instituciones y que, en todo 
caso, cuando EsSalud pagase por su atención podrían devolverle el monto.

La intervención de la Defensoría ante las dilaciones permitió que el 3 de marzo del 2022, EsSalud cancele 
la Factura E001-1431 por la atención que recibió la recurrente. Aunque correspondía proceder a la devolución, esto 
no se realizó porque la Jefa de Economía del Hospital, de iniciales V.R.G., no brindó facilidades para ello. Frente 
a esa situación, remitimos 4 oficios exigiendo se compense a la recurrente por los gastos realizados, pago que 
finalmente fue realizado.

Finalmente, la OD Áncash instó al hospital a comprender que el cobro de la atención de pacientes asegu-
rados debe hacerse entre instituciones prestadoras de servicios de salud (Ipress), mas no a los pacientes. De esta 
manera, la intervención en el caso ha sentado un precedente para prevenir futuras afectaciones al derecho de ac-
ceso a los servicios de salud.

Una usuaria fue compensada por un cobro indebido como 
respuesta a la intervención de la OD Áncash, sentando un 

precedente en el caso.

Desorden para acceder a citas en EsSalud resuelto por intervención defensorial 
El 5 de octubre del 2022, cientos de asegurados se aglomeraron en el Hospital EsSalud III Chimbote para acceder 
a citas para el servicio de imagenología pero, al generarse desorden y caos, formularon quejas ante medios de 
comunicación. Estas denuncias fueron detectadas y evaluadas por personal del MOD Chimbote, procediendo de 
inmediato a realizar coordinaciones telefónicas con funcionarios de la entidad. Se les instó a disponer medidas 
urgentes que garanticen la atención de todos los asegurados y de manera célere, lo cual se concretó.

Al día siguiente, personal defensorial se constituyó al hospital y se entrevistó con el Jefe del Servicio de 
Diagnóstico por Imágenes, quien nos explicó que el servicio contaba con un diferimiento de citas por aproximada-
mente tres meses ante falta de recurso humano y equipo médico. Asimismo, nos entrevistamos con el Coordinador 
de los Módulos de Atención al Asegurado, informándonos que los problemas se suscitaron por no haber contado 
con la programación del servicio a tiempo. No obstante, nos detalló que se entregaron 1700 citas para exámenes 
como tomografía, rayos x, ecografía, mamografía y densitometría, etc.

En ese sentido, se remitió el Oficio Nº 1316-2022-DP/OD-ANC/M-CHIM, de fecha 6 de octubre, recomen-
dando que se implementen medidas administrativas que permitan reducir la brecha de citas y, por ende, el reforza-
miento del servicio. El oficio fue complementado con una nota de prensa.

En el seguimiento del caso con la Gerencia de la Red Asistencial y la Dirección del Hospital Essalud III, se 
advirtió el acogimiento de nuestras recomendaciones, por cuanto se dispuso la compra de piezas faltantes para la 
operatividad de dos equipos de rayos x. Asimismo, advertimos la tramitación administrativa para la tercerización 
del servicio y, finalmente, se verificó la asignación de personal para orientar y resolver consultas de los asegurados.

Prevención de conflicto social en la provincia de Chincheros
Representantes de la sociedad civil, presididos por los dos frentes de defensa de los intereses de la provincia de Chin-
cheros, señalaron que en las distintas instituciones públicas de nivel provincial habrían cometido presuntos actos de 
corrupción y mal manejo de los mismos de parte de funcionarios y servidores de estas instituciones. Por ese motivo, 
solicitaron la intervención de este módulo defensorial y la apertura de una mesa de diálogo entre los representantes 
de la sociedad civil (frentes de defensa) y las distintas autoridades y funcionarios de la provincia de Chincheros y el 
Gobierno Regional de Apurímac. El objetivo de las mesas de diálogo propuestas era abordar los problemas materia de 
reclamo y resolverlos antes de llegar a una paralización o paro indefinido de parte de la población.

El 30 de marzo del 2022 nos trasladamos a la provincia de Chincheros, en compañía del señor Roberto 
Reyes, comisionado de prevención de conflictos sociales de la PCM, y nos reunimos con el señor Máximo Peseros 
Arévalo. En dicha reunión el señor Peseros dio a conocer la plataforma de lucha: cambio del gerente de la subregión 
Chincheros, seguimiento de la carpeta fiscal 016-2022, denuncia sobre la ejecución de la I.E. Nº 475 de Occepata, 
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distrito de Ranracancha, supuestos actos de hostigamiento sexual por parte de funcionarios en la municipalidad de 
Chincheros, así como intervención ante la UGEL Chincheros sobre distintos problemas. El 5 de mayo del 2022 se 
realizó una nueva reunión sobre la problemática del proceso de licenciamiento del IESTP de Chincheros y estado 
del local. Luego, el 20 mayo nos reunimos con el señor Luís Alberto López Echevarría, presidente de la comunidad 
de Uripa, a fin de tratar sobre los problemas que aquejan a la comunidad.

A mérito de la intervención defensorial se logró canalizar y coordinar con las distintas autoridades de nivel 
provincial y regional, a fin de que el pliego de reclamos sea atendido. De esta manera, se conformó un equipo de 
trabajo integrado por la dirección del Instituto Superior, DREA, Municipalidad Provincial de Chincheros, Sub Geren-
cia Regional de Chincheros, para que puedan realizar labores para licenciar el referido instituto superior. También 
se impulsaron las gestiones ante la Municipalidad Provincial de Chincheros para que pueda ceder en uso el local 
de Ccollpampa y que pueda funcionar la carrera de enfermería técnica.

Caso de tentativa de feminicidio en Vilcashuamán abierto por la intervención y presión de la OD Ayacucho
El 5 de enero, el diario local Hocicón publicó una noticia donde denunciaba que Yon Salomón Cuya Ayala (26) ha-
bría incurrido en presunta tentativa de feminicidio, en agravio de E.P.B. (22). El crimen constó de un profundo corte 
en la cabeza, ejecutado con un machete. Debido a la gravedad de la herida, fue trasladada al Hospital Regional de 
Ayacucho, caso que se encontraba bajo investigación en la Fiscalía Provincial Penal de Vilcashuamán.

Al día siguiente, la OD solicitó información a dicha Fiscalía Provincial respecto a la presunta tentativa de 
feminicidio y la investigación seguida contra Yon Salomón Cuya Ayala, solicitando que remita las disposiciones 
fiscales emitidas en el caso para darle seguimiento, así como el requerimiento de prisión preventiva, resolución 
judicial y medidas de protección emitidas en el presente caso (Oficio N° 010-2022-DP/OD-AYA).

Debido a que no se recibió la información solicitada, el 23 de marzo, con Oficio N° 267-2022-DP/OD-AYA, 
se reiteró el pedido. Nuevamente, ante la falta de respuesta, el 18 de mayo se remitió el Oficio N° 0463-2022-DP/ 
OD-AYA al Jefe de la Oficina Desconcentrada de Control Interno (ODCI) del Distrito Fiscal de Ayacucho–Ministerio 
Público, informándole sobre el incumplimiento del deber de cooperación, solicitando que disponga se proceda de 
acuerdo a sus atribuciones.

El 26 de mayo, a través del Oficio Nº 216-2022-MP-ODCI-CIP-AYACUCHO, el Jefe de la ODCI informó que 
ha generado el Caso Nº 262-2022-ODCI, y que mediante Resolución Nº 168-2022-ODCI-AYAC, del 24 de mayo, ini-
ciaron una investigación preliminar contra la abogada Nory Figueroa Castro, en su actuación como Fiscal Provincial 
Provisional de Vilcashuamán–Ayacucho.

Actos de violencia en contra de una tutelada de la Casa Hogar de la Niña Belén resueltos por intervención 
defensorial
Como parte del seguimiento realizado por la Oficina Defensorial de Cajamarca al caso de las salidas no autorizadas 
de las tuteladas de la Casa Hogar de la Niña Belén, el 10 de junio tomamos conocimiento de que la señora Juana 
Ortiz Quispe, Directora (e) de la Casa Hogar de la Niña Belén, habría agredido física y psicológicamente a una tu-
telada del referido Centro de Acogimiento Residencial–CAR.

De inmediato, remitimos el Oficio N° 0226-2022-DP/OD-CAJ, recomendando al fiscal provincial de la Fis-
calía Especializada en Violencia contra la mujer e integrantes del grupo familiar y al Fiscal Provincial de Familia de 
Cajamarca, que inicien las acciones urgentes y necesarias, a fin de garantizar el derecho a una vida libre de violen-
cia de las tuteladas de la Casa Hogar de la Niña Belén, y actuar en el marco de sus atribuciones.

El mismo 10 de junio, mediante Resolución N° 01 (Expediente N° 01892-2022-0-0601-JR-FT-04), el Juez del 
4° Juzgado Especializado de Familia de Cajamarca dispuso conceder medidas de protección a favor de la agraviada 
K.O.J. y las demás tuteladas de la Casa Hogar de la Niña Belén. Asimismo, el juzgado ordenó a la Presidencia de 
la Beneficencia Pública de Cajamarca que reubique a la actual Directora de la Casa Hogar de la Niña Belén a otra 
dependencia de su institución de manera inmediata. Además, dispuso que se oriente al personal de la Casa Hogar 
a que brinde un buen trato a todas las albergadas, bajo apercibimiento de ordenar su reubicación a otra área, en 
caso de incumplimiento. Finalmente, se ordenó que se brinde tratamiento psicológico a la agraviada para su recu-
peración emocional, en el Centro de Salud Mental Comunitario.

De esta manera, la actuación de la OD Cajamarca protegió los derechos de la agraviada y además favoreció 
que la Casa Hogar mejore las condiciones en las que residen las tuteladas.

Jóvenes sordos logran alcanzar vacante en el IESPP María Madre del Callao tras implementación de ajus-
tes razonables en proceso de admisión 
La Asociación de Padres y Amigos de los Sordos (APAS) solicitó la intervención de la Defensoría del Pueblo ante el 
Instituto Educativo Superior Pedagógico Público (IESPP) María Madre. El motivo fue la demora en aplicar las pautas 
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generales dispuestas por la Dirección General de Desarrollo Docente del Minedu para la atención de postulantes 
con discapacidad (sordos) en los procesos de admisión de los institutos y escuelas de educación superior pedagó-
gica, contenidas en el Informe N° 00876-2022-MINEDU/VMGP-DIGEDD-DIFOID. Por esa razón, se encontraba en 
riesgo el derecho de acceso a la educación en igualdad de condiciones de los postulantes sordos.

Tras una serie de visitas al IESPP María Madre y efectuadas las recomendaciones ante la dirección de dicho 
instituto y de la Dirección Regional de Educación (DRE) del Callao, se exigió la reconducción de presupuesto para 
la contratación de dos intérpretes de lengua de señas y la aplicación de otros ajustes razonables (tiempo de la 
evaluación, metodología, redactor de respuestas, etc.) durante el proceso de admisión 2022-II para la carrera de 
Educación primaria de tres postulantes con discapacidad auditiva (sordos). Asimismo, durante las distintas etapas 
del proceso de admisión, el personal de la OD Callao realizó supervisiones y verificó que los ajustes se implementen 
de acuerdo a las necesidades educativas de los postulantes, así como que se respete el derecho de acceder a una 
vacante en igualdad de condiciones que los demás postulantes oyentes.

Tras la implementación de una serie de ajustes razonables en el proceso de admisión 2022-II en el IESPP 
María Madre y la contratación de personal intérprete de señas peruanas, se obtuvo como resultado que los postu-
lantes sordos rindieron sus respectivas evaluaciones en igualdad de condiciones que los demás postulantes oyen-
tes. Como consecuencia, alcanzaron vacantes en la carrera de Educación primaria. Asimismo, con el ingreso de 
los 3 jóvenes sordos se generó un espacio de inclusión en el sistema educativo del instituto superior pedagógico, 
lo que conlleva la elaboración e implementación de estrategias, metodologías e instrumentos desde el Minedu, 
el GORE Callao, la DREC y el mismo instituto que conduzcan a garantizar una educación inclusiva en igualdad de 
condiciones y sin discriminación.

Caso de acoso sexual a 3 universitarias visibilizado por intervención de la OD Cusco
La Defensoría Universitaria de la Universidad Nacional San Antonio de Abad del Cusco (Unsaac), denunció el 15 de 
julio ante nuestra institución que 3 alumnas adolescentes de la escuela profesional de Derecho fueron víctimas de 
acoso por parte del docente de la asignatura de Filosofía, quien les mandaba fotos con contenido sexual de forma 
reiterada, incomodando a las estudiantes.

Ante esta situación, la OD Cusco exigió a la Universidad lo siguiente: que dicte de manera urgente e inme-
diata las medidas de protección pertinentes para las presuntas víctimas de actos de hostigamiento sexual; que dis-
ponga la realización de una investigación célere y manteniendo la reserva de identidad de las presuntas víctimas, 
y sin perjuicio de ello, informar el caso al CEM y al Ministerio Público, a fin de tutelar la integridad de las presuntas 
víctimas y determinar la existencia de un posible delito. Además, que disponga que las presuntas víctimas reciban 
atención de los servicios médicos, tanto a nivel físico como psicológico, o derivarlas a otras instituciones para su 
atención externa, de ser necesario (Oficio N° 0964-2022-DP/OD-CUSCO).

Posteriormente se reiteraron los pedidos mediante 6 oficios adicionales. Ante la negativa de la Universidad, 
se realizaron mesas de trabajo con la participación de la Adjuntía para la Niñez y la Adolescencia y la Defensora 
Universitaria, con la finalidad de plantear mejoras en el protocolo para intervenir en los casos de hostigamiento.

Debido a que a pesar de los compromisos asumidos no se dio respuesta a los oficios enviados, se decidió emitir 
notas de prensa con la finalidad de visibilizar la problemática de la Unsaac ante distintos medios de prensa regionales.

Casa hogar para adultos mayores en estado de abandono recuperada por intervención defensorial
Personal del MOD Pichari advirtió que la Casa del Adulto Mayor “Héroes del Ayer” se encontraba en condiciones no 
habitables. Esto se debió a que EsSalud lo mantuvo durante un tiempo bajo cesión en uso, pero al retirarse lo dejó 
en condiciones lamentables, al punto que el ingreso no tenía puerta y se encontraron vidrios rotos.

Las condiciones de inseguridad para dichos bienes llevaron a personal del MOD a constituirse el 5 de octu-
bre al lugar para verificar el estado en que se encontraba. Al día siguiente, solicitamos información a la Municipali-
dad de Pichari sobre las medidas y acciones adoptadas, a fin de garantizar la seguridad de los bienes materiales en 
la Casa “Héroes del Ayer” (Oficio Nº 0025 -2022-DP/OD-AYA/M-PICH). El 26 de octubre del 2022 nos informaron 
que ya instalaron las rejas en la casa del adulto mayor, con el fin de garantizar los bienes que se encuentran en dicha 
casa. De esta manera, nuestra intervención permitió que la Municipalidad Distrital restaure la Casa del Adulto Mayor 
“Héroes del Ayer”, además de colocar la reja y vidrios.

Ejecución y distribución del Programa de Vaso de Leche en Huancavelica
El 22 de marzo y el 20 de mayo del 2022, la Defensoría del Pueblo realizó seguimiento de oficio a la Ejecución 
Presupuestal (Consulta Amigable) del MEF respecto a la ejecución de presupuesto del Programa de Vaso de Leche 
(PVL) en los gobiernos locales del departamento de Huancavelica. Se verificó que 28 alcaldes distritales han asig-
nado un presupuesto para la adquisición de productos del PVL. Sin embargo, el avance de ejecución presupuestal 
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era de 0% durante el ejercicio fiscal correspondiente al año 2022. También se advirtió que no habían ejecutado el 
presupuesto ni entregado las raciones de PVL a los usuarios, situación que afecta a niños de 0 a 6 años, madres 
gestantes y en periodo de lactancia que presenten estados de desnutrición y/o anemia.

El 23 de mayo del 2022, mediante Oficio N° 329-2022-DP/OD-HVCA, se solicitó a los 28 alcaldes distritales 
de Huancavelica: informar la ejecución de presupuesto del Programa de Vaso de Leche, así como su adquisición, 
distribución de productos y raciones a los beneficiarios de sus distritos, correspondiente a los meses de enero a 
mayo del año 2022; y remitir la relación de beneficiarios que han recibido sus raciones alimenticias del PVL entre 
enero y mayo, desglosado por mes.

En atención a la supervisión defensorial, mediante oficios e informes los alcaldes de los distritos supervisa-
dos manifestaron haber tomado acciones correctivas. Señalaron que habían elaborado su padrón de beneficiarios 
del PVL correspondiente al año 2022; y que habían realizado la licitación y adquisición de productos, los que se 
distribuyeron conforme consta en sus actas.

De esta manera, la actuación defensorial consiguió subsanar las deficiencias en la ejecución del Programa 
Vaso de Leche en 28 distritos de la región. Así, los productos correspondientes a los meses de enero a mayo fueron 
entregados a los beneficiarios del Programa, quedando plenamente regularizado en junio.

DISTRITOS DE LA REGIÓN HUANCAVELICA RESOLVIERON 
DEFICIENCIAS EN LA EJECUCIÓN DEL PROGRAMA VASO DE LECHE 
PRODUCTO DE LA INTERVENCIÓN DE LA OFICINA DEFENSORIAL.28

Demora del Archivo Central de la Corte Superior de Justicia de Huánuco en desarchivar expedientes de 
reos en cárcel 
Dos internos solicitaron al Juzgado Penal Liquidador de Huánuco que desarchive sus expedientes, con la finalidad 
de registrar correctamente el cumplimiento de su pena privativa de libertad. Sin embargo, se presentó una demora 
injustificada del Archivo Central de la Corte Superior de Justicia de Huánuco en remitir los expedientes en físico al 
juzgado correspondiente, argumentando que estaba inactivo debido a un accidente que provocó el colapso de los 
anaqueles, lo cual no permitía la ubicación de los expedientes.

La situación llevó a la OD Huánuco a intervenir en el caso. El 10 de marzo visitamos el Juzgado Penal Li-
quidador de Huánuco y el Archivo Central, confirmando los problemas mencionados, entre ellos el desorden que 
impide la oportuna búsqueda y ubicación de los expedientes. Ante ello, propusimos al presidente de la Corte Su-
perior de Justicia de Huánuco que coordine con el responsable del Archivo Central la ubicación y remisión de los 
expedientes requeridos (Oficio N° 0149-2022-DP/OD-HNCO del 23 de marzo del 2022). Se consiguió que se ubi-
quen y remitan los expedientes al Juzgado Penal Liquidador de Huánuco, permitiendo el registro de cumplimiento 
de penas de los internos.

Valoramos los esfuerzos institucionales de la Corte Superior de Justicia de Huánuco para la reactivación del 
Archivo Central, el cual actualmente se encuentra debidamente organizado.

Instalación del Saanee en centro de educación gracias a acciones del MOD Tingo María
En supervisión de oficio al Centro de Educación Básica Especial (CEBE) Sagrado Corazón de Jesús, del distrito de 
José Crespo y Castillo, advertimos que el Servicio de Apoyo y Asesoramiento para la Atención de las Necesidades 
Educativas Especiales (Saanee) contaba solo con una docente encargada de brindar apoyo y asesoramiento a los 
alumnos con necesidades educativas especiales, incluidas las escuelas básicas regulares. Asimismo, el Saanee del 
CEBE Santa Teresita del Niño Jesús, del distrito de Rupa Rupa, no tenía psicólogo educativo.

La preocupante situación llevó al MOD Tingo María a proponer que se fortalezcan los dos equipos Saanee 
con psicólogos, docentes o personal no docente especializado con experiencia en educación inclusiva, con el obje-
tivo de garantizar la atención a estudiantes con necesidades educativas especiales, asociadas o no a discapacidad 
dentro de su jurisdicción.

La recomendación fue acogida por la UGEL Leoncio Prado, que aprobó la contratación de docentes y profe-
sionales en psicología, con lo cual se garantizará la atención de los alumnos con necesidades educativas especiales 
durante el año escolar 2023. La población beneficiada alcanzó a un aproximado de 150 estudiantes con discapaci-
dad identificadas/os en educación básica regular y la educación básica especial.

ESTUDIANTES CON DISCAPACIDAD SE BENEFICIARON DE LA 
PROPUESTA REALIZADA POR LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO, QUE 
POSIBILITÓ LA CONTRATACIÓN DE ESPECIALISTAS EN ALUMNOS 
CON NECESIDADES EDUCATIVAS ESPECIALES.150



V
IG

ÉS
IM

O
 S

EX
TO

 I
N

FO
R

M
E 

A
N

U
A

L 
D

E 
LA

 D
EF

EN
S

O
R

ÍA
 D

EL
 P

U
EB

LO
  •

  P
ER

Ú
, 2

0
22

35

Abastecimiento y mejor calidad de agua para los pobladores de la Urbanización El Haras (Ica)
Desde el día 11 de julio del 2022, los pobladores de las etapas 1 y 2 de la Urbanización El Haras, en Ica, sufrieron 
la suspensión del servicio de agua potable porque presuntamente se produjo un desperfecto técnico en el motor 
de la bomba. Asimismo, el agua abastecida no aparentaba ser apta para consumo humano debido a su color 
blanquecino.

Inmediatamente, personal de la Oficina Defensorial se entrevistó con el Gerente Comercial de la EPS para 
consultar la situación que viven los pobladores de la urbanización. Se nos informó que aún no se realizaba una 
transferencia definitiva de la obra debido a que el año anterior realizaron algunas observaciones a la inmobiliaria 
Inversiones Centenario. El mismo día, por la tarde, llegamos a la reserva para verificar si se había reparado la bom-
ba, encontrándonos con el ingeniero de la inmobiliaria Centenario (Jorge Polo Rucoba, Jefe del área de proyectos), 
quien indicó que estaban terminando los trabajos. Posteriormente se restableció el servicio de agua de manera 
satisfactoria.

Además, en atención a los problemas con la calidad del agua, procedimos a enviar el Oficio N° 0746-
2022-DP/OD-ICA a la Dirección Regional de Salud, recomendando que se realice en el menor plazo posible una 
evaluación físico-química de la calidad del agua para  garantizar el derecho a la salud de la población. Tras varios 
procesos, se consiguió que el sistema de cloración se encuentre operativo al 100%. 

Proceso disciplinario contra docente, por tocamientos indebidos en perjuicio de alumna, se inició por in-
tervención del MOD La Merced
La ciudadana Z.J.C.Y. informó a la abogada del CEM Tarma que el 22 de abril del 2022 presentó una denuncia 
administrativa, signada con Exp. Adm. N° 06033, ante la UGEL Tarma en contra del Director y docente César 
José Paucar Flores de la I.E. del Anexo de San Juan Antabamba del distrito de Tapo, por presuntamente haber 
realizado tocamientos indebidos a su menor hija de iniciales B.M.P.C. de 9 años de edad. Asimismo, precisó que 
el hecho fue puesto en conocimiento del Ministerio Público, encontrándose en etapa de investigación. Sin em-
bargo, a pesar de ello, dicho docente seguía laborando con normalidad en la citada I.E., motivo por el que solicitó 
nuestra intervención.

Mediante Oficio N° 0146-2022-DP/OD-JUNIN/M-LM recepcionado el 23 de mayo, la Defensoría solicitó 
información sobre el caso al Director de la UGEL en varias ocasiones. Así, el Director de la UGEL Tarma remitió el 
Informe N° 27-2022-ST/DREJ/UGEL-T elaborado por la Secretaría Técnica, donde se señaló que el procedimien-
to administrativo deberá suspenderse y el órgano administrativo se sujetará a lo que se resuelva en sede judicial 
(Oficio N° 0841-2022-GRJ/DREJ/UGEL-T/DIR). El MOD cuestionó la información vertida por el funcionario seña-
lado, por lo que, mediante el Oficio N° 0235-2022-DP/OD-JUNIN/M-LM del 5 de agosto, se planteó al Director 
de la DRE Junín, como Titular de la UGEL de Tarma lo siguiente: a) que proceda a dictar las medidas preventivas 
en favor de la estudiante B.M.P.C., a fin de que se garantice su derecho a la integridad e indemnidad sexual, y el 
principio del interés superior del niño; b) que informe de manera detallada y documentada respecto a las accio-
nes exigidas por la Defensoría del Pueblo; y c) que difunda las disposiciones legales requeridas.

De esta manera, con la intervención del MOD La Merced se logró que el Director de la UGEL Tarma emitiera 
la separación preventiva del cargo al docente César José Paucar Flores por la presunta comisión del delito contra 
la libertad sexual de la menor de iniciales B.M.P.C. (9) años. Así, mediante Resolución Directoral N° 002095-2022 
del 25 de agosto, resolvieron instaurar proceso administrativo disciplinario al docente por la transgresión de los 
principios, deberes, obligaciones y prohibiciones en el ejercicio de la función docente, considerada como falta muy 
grave en el artículo 49° literal f) de la Ley de la Reforma Magisterial.

Demora para emitir resolución de pensión y problemas con activación de pagos 
El 21 de noviembre, mediante correo electrónico institucional, la ciudadana D.H.C. solicitó intervención de la Defen-
soría del Pueblo para que la Oficina de Normalización Previsional (ONP) atienda la solicitud de pensión de jubila-
ción proporcional de su señor padre, A.H.A., formulada el 3 de diciembre del 2021. Precisó que su padre tenía 85 
años de edad, discapacidad auditiva y visual y que se encontraba recuperándose de una fractura de cadera, por lo 
que consideraba inhumano que no se atendiera su solicitud pese al tiempo transcurrido.

El 24 de noviembre del 2022, mediante mensaje de correo electrónico dirigido al Área de Defensoría del 
Asegurado de la ONP, expusimos el caso y solicitamos información de las acciones que se vienen adoptando para 
atender la solicitud de pensión. Con fecha 16 de diciembre, la ONP nos informó la emisión de la Resolución N° 
0000087155-2022-ONP/DPR.GD/DL 19990, que otorga pensión de jubilación proporcional al señor A.H.A. a partir 
del 23 de julio del 2021.

Como se observa, la intervención de la Defensoría del Pueblo condujo a que la ONP atienda la solicitud del 
ciudadano A.H.A. y programe el pago de sus pensiones devengadas e intereses legales.
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Más de 18,000 licencias de conducir en retraso de entrega fueron emitidas por gestiones de la Oficina 
Defensorial de Lambayeque 
La Gerencia Regional de Transportes y Comunicaciones de Lambayeque venía incumpliendo el procedimiento de 
emisión y entrega en físico de aproximadamente 18,000 licencias de conducir, por falta de insumos y equipos tec-
nológicos. Ante ello, la OD Lambayeque verificó el hecho, constatando que respondía a la falta de adquisición de 
insumos y equipo, pese a contar un presupuesto aprobado de S/320,000.

En octubre, la Defensoría intervino ante la Dirección Ejecutiva de Circulación Terrestre y el Área de Licencias 
de Conducir de la Gerencia Regional de Transportes y Comunicaciones del GORE Lambayeque, planteando que 
se adopten las acciones necesarias e inmediatas para la ejecución del presupuesto asignado para la compra de 
equipos e insumos. Así también, que se coordine con la II Macro Región Policial Lambayeque para que se disponga 
que la División de Tránsito brinde facilidades a los conductores que presenten la cartilla de trámite de licencia de 
conducir hasta que se regularice su entrega, evitando así la imposición de papeletas injustas.

Tras la recomendación defensorial, la Gerencia Regional de Transportes y Comunicaciones ejecutó su pre-
supuesto asignado para adquirir materiales y equipos, consiguiendo que desde diciembre del 2022 se realice la 
entrega física de las licencias de conducir a los conductores que aprobaron sus exámenes respectivos y de acuerdo 
al cronograma establecido por la entidad. Asimismo, se remitieron oficios a la PNP y a la Sutran, con la finalidad de 
que en los operativos no se imponga multas a las personas que muestren su cartilla de licencia aprobada, hasta su 
entrega en físico de forma regular y normal.

Defensoría consiguió que contrayentes con discapacidad auditiva, impedidos de contraer nupcias por no 
poder expresar su voluntad, contraigan matrimonio 
El recurrente U.H.T presentó queja contra el Reniec por registrarla con discapacidad absoluta cuando en realidad se 
trata de una discapacidad leve permanente. Además, el día 18 de mayo del 2022 quiso contraer matrimonio en la 
Municipalidad de Independencia (Lima), lo que fue negado, ya que el Gerente respectivo le señaló que ambos tie-
nen discapacidad absoluta, por lo tanto asumían que no podían expresar su voluntad y no les permitió firmar el acta.

Mediante Oficio N° 0614-2022-DP/OD-LIMA-NORTE, dirigido al señor Carlos Humberto Arce Cueva, Di-
rector de Restitución de la Identidad y Apoyo Social del Registro Nacional de Identidad y Estado Civil, se re-
comendó: a) disponer que en el sistema informático del Reniec se registre el Acta de Matrimonio de los con-
trayentes realizada de manera manual el día miércoles 18 de mayo del 2022 en la Municipalidad Distrital de 
Independencia, a horas 11.a.m.; b) resolver el problema informático que no permite generar el Acta de celebración 
electrónica del matrimonio a los contrayentes que se encuentran registrados con discapacidad permanente, ano-
tación que aparece como observación en su sistema, impidiendo concluir el acto, debido a que esta situación 
podría ser considerada como discriminatoria hacia las personas con discapacidad. Asimismo, le exhortamos 
que el registro del Acta matrimonial en el Sistema del Reniec se realice con la mayor brevedad posible, a fin de 
que la señora Ubaldina Huamaccto Tanta sea registrada por su cónyuge en EsSalud y así puedan acogerse a los 
beneficios sociales que les corresponde.

En respuesta, el 1 de julio se recibió el Oficio Nº 002385-2022/SGEN/RENIEC, donde se nos informó que 
el acta de matrimonio había sido inscrita con fecha 26 de mayo del 2022. Asimismo, se informó que mediante 
Memorando N° 352-2022/DRC/SDPRC/RENIEC, dirigido a la Unidad de Ingeniería de Software, se solicitó el retiro 
de la opción “discapacidad permanente” del listado de restricciones que impiden la generación de acta registral 
de matrimonio electrónico en el aplicativo SACE, a fin de evitar que se produzcan nuevas incidencias que afecten a 
ciudadanos que presenten esta observación en sus DNI. Esto se debe a que una persona con discapacidad (visual, 
auditiva o vocal) que pueda expresar su voluntad de casarse por lenguaje de señas u otro medio no debe tener 
impedimento para el registro de su matrimonio.

De esta manera, la actuación defensorial consiguió que se realice la ceremonia de matrimonio y el registro 
del acta matrimonial en el libro de Registros Civiles de la Municipalidad de Independencia; además de la imple-
mentación de recomendaciones por el Reniec.

Atención presencial del servicio de Odontología garantizado por intervención de la OD Tacna
Un recurrente solicitó la intervención de la Defensoría del Pueblo señalando que hasta el mes de junio del 2022 
no se había restablecido la atención presencial en el servicio de odontología del Hospital Base II Moquegua de 
EsSalud. Según precisó, solo se brindaba la atención a través de teleconsulta, lo cual no garantizaba la atención que 
requieren los pacientes por la modalidad del servicio.

El 16 de junio remitimos el Oficio N° 481-2022-DP/OD-MOQ, mediante el cual solicitamos al Director de 
la Red Asistencial Moquegua informe sobre las acciones para disponer la atención presencial en el servicio de 
Odontología. Se le precisó que los asegurados habían expresado su malestar pues, por la naturaleza del servicio 
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de Odontología, se requiere de una atención presencial que cumpla con los protocolos de prevención frente a la 
emergencia sanitaria por el Covid-19.

El 5 de julio, el Director de la Red Asistencial Moquegua informó que procedió a acondicionar los consulto-
rios dentales con los equipos y materiales necesarios, por lo que en el mes de julio se dio inicio a las actividades de 
odontoestomatología en el Hospital Base II Moquegua (Oficio N° 324-DRAMOQ-ESSALUD-2022). Para tal efecto 
se aprobó el documento técnico “Atención Odontoestomatológica en el contexto de la emergencia sanitaria por la 
Covid-19 en EsSalud”, a través de la Resolución de Gerencia Central de Prestaciones de Salud Nº 41-GCPS-ESSA-
LUD-2020, bajo cuyo dicho marco normativo se brindó el servicio presencial.

Funcionarios de la Municipalidad Provincial de Daniel Alcides Carrión exigían cuota a trabajadores para 
apoyar campaña de candidato 
Un medio de comunicación publicó un audio que confirmó a la OD Pasco que funcionarios de la Municipalidad 
Provincial Daniel Alcides Carrión exigían a trabajadores/as que den una cuota de S/10 y viajen obligatoriamente a 
la ciudad de Cerro de Pasco para apoyar la candidatura de su exalcalde, quien pretendía ocupar el sillón regional.

A través del Oficio N° 865-2022-DP/OD-PASCO se recomendó al actual alcalde de la entidad edil: a) que 
inicie las acciones en relación a los hechos denunciados y solicite que la Secretaría Técnica de Procedimientos Ad-
ministrativos Disciplinarios de la entidad investigue el caso; y b) que se recuerde a todo el personal la observancia 
de obligaciones y prohibiciones en materia de neutralidad electoral. También se planteó al Jurado Electoral Especial 
de Pasco disponer las acciones de investigación que correspondan, a fin de determinar si los hechos configuran 
infracción al deber de neutralidad en periodo electoral (Oficio N° 876-2022-DP/OD-PASCO).

Finalmente, con Oficio N° 870-2022-DP/OD-PASCO se recomendó al fiscal de turno de la Fiscalía Provincial 
Penal de Daniel Alcides Carrión que inicie investigación frente a los hechos denunciados, en virtud al artículo 376° 
del Código Penal. Como resultado de nuestras recomendaciones, la Municipalidad Provincial Daniel Alcides Carrión, 
a través de la Secretaría Técnica de Procedimientos Administrativos Disciplinarios, inició acciones para investigar 
los hechos denunciados, determinar responsabilidades y aplicar las sanciones correspondientes. Por su parte, el 
Jurado Electoral Especial de Pasco determinó que el funcionario identificado cometió infracción a las normas de 
neutralidad en periodo electoral, por lo que dispuso la remisión de sus actuados a la Contraloría General de la Repú-
blica y al Ministerio Público. Por último, el Ministerio Público informó que inició investigación a través de la Carpeta 
Fiscal Nº 150-2022, por lo que requirió mayor información sobre los hechos.

Municipalidad Distrital de Cuyocuyo realizó rendición de cuentas después de 3 años y medio, ante insis-
tencia de la OD Puno
En acción itinerante defensorial al distrito de Cuyocuyo de la provincia de Sandia (Puno), se recibieron quejas de 
ciudadanas y ciudadanos que señalaron que la Municipalidad Distrital de Cuyocuyo no habría realizado el informe 
económico durante los 4 años de gestión. Por ese motivo, la ciudadanía no había sido informada sobre los aspec-
tos presupuestales, logros de la gestión y las dificultades que impidieron el cumplimiento de compromisos de la 
municipalidad.

El 20 de junio nos comunicamos vía telefónica con el señor Ubaldo Ochochoque Mamani, alcalde municipal, 
a quien se le indicó el caso. Nos respondió que los años 2020 y 2021 no se realizaron audiencias de rendición de 
cuentas debido a las restricciones por la pandemia del Covid-19. Asimismo, informó que durante el 2022 se progra-
maron en diversas fechas las audiencias públicas, pero no se llevaron a cabo. El mismo 20 de junio, se remitió el 
Oficio N° 260-2022-DP/OD-PUNO-MVPM dirigido al alcalde de la Municipalidad Distrital de Cuyocuyo, exigiendo 
que convoque a audiencia pública de rendición de cuentas en el menor tiempo posible. El objetivo debía ser dar a 
conocer la gestión del gobierno local, tanto en los aspectos presupuestales, como también los logros de la gestión 
y las dificultades que impidieron el cumplimiento de compromisos.

El 30 de junio la municipalidad nos indicó que se habían acogido las recomendaciones defensoriales, por 
lo que el Decreto de Alcaldía N° 001- 2022-MDC dispuso la realización de audiencia única el lunes 4 de julio a las 
9:00 am en la Plaza de Armas. El objetivo de esta audiencia era la rendición de cuentas de los años 2019 al 2021, 
así como los primeros cinco meses del año 2022. En la fecha indicada se cumplió con celebrar la audiencia, en 
la que se presentó el Acta del Informe Económico, entre otros temas de interés para la ciudadanía (Oficio N° 121-
2022/MDC/A).

Corte de servicio de agua a más de 900 internos del penal de Moyobamba resuelto por intervención 
defensorial
El 10 de noviembre tomamos conocimiento que el Penal de Moyobamba tenía una deuda pendiente de pago por 
concepto de VMA (valores máximos admisibles) de más de 160 mil soles desde el año 2020, sin que muestre 
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voluntad de pago. Esto pese a que se les había notificado de manera reiterada y se les había brindado el servicio, 
existiendo procesos judiciales en curso por el caso. Esto llegó a conocimiento de la OD San Martín a través de 
medios de comunicación locales y por Carta N° 194-2022-EPS-M-GG/GC, emitida por la Empresa Prestadora de 
Servicios y Saneamiento Moyobamba.

Ese mismo día se verificó la existencia de varias intervenciones ante los cortes del servicio de agua por 
falta de pago, con resultado de reposición de servicio. Ante ello, la OD San Martín, en comunicación con el Director 
Regional Nor Oriente y con la Gerente de la EPS Moyobamba, solicitó información y propuso una reunión presencial 
en las instalaciones de la OD, a fin de tratar la problemática ante el riesgo de afectación de las personas privadas 
de libertad.

El 18 de noviembre, en reunión con las principales autoridades del INPE, EPS y Sunass, se intercambió infor-
mación y se anunció la cancelación de la deuda del INPE. Asimismo, se acordó lo siguiente: a) que la EPS resuelva los 
nuevos reclamos presentados por el INPE; b) que la Sunass monitoreará la atención; c) la EPS capacite al INPE sobre 
el VMA, a fin de evitar nuevas facturaciones que puedan poner en riesgo la salud de la población penitenciaria; y d) 
que posteriormente se visitaría el establecimiento penitenciario para tomar acciones técnicas en referencia al VMA.

Luego de la reunión de acercamiento de las partes, el 18 de noviembre, la EPS dispuso la instalación del 
medidor y reconexión del servicio de agua potable salvaguardando el derecho a la salud de más de 900 internos 
del penal. El 2 de diciembre se cumplió el compromiso de capacitación y visita inspectiva al Penal, para confirmar 
su compromiso de implementar mecanismos sanitarios que contrarresten los residuos contaminantes que desem-
bocan en el alcantarillado, por lo que se exhortó a las autoridades del INPE a dotar de presupuesto para el mejora-
miento e implementación de mecanismos sanitarios eficientes que permitan evitar el desgaste de las conexiones.

Impedimento y/o negativa injustificada de matrícula de estudiantes del nivel superior resuelto por el MOD 
Tarapoto
El 24 de noviembre, tomamos conocimiento de que 23 estudiantes del Instituto Superior Tecnológico Nor Orien-
tal de la Selva no se encontraban en la lista de matriculadas/os del ciclo 2022-II pese a haber realizado el pago 
oportuno de su matrícula y haber participado de las clases y evaluaciones desde el 24 de agosto, fecha de inicio 
del ciclo académico. En esa situación, la administración del instituto les precisó que perderían el ciclo académico, 
que no podían registrarlos y que procedan a presentar un documento de solicitud de reserva de matrícula, para que 
puedan ser registrados el siguiente ciclo.

El 26 de noviembre se sostuvo una reunión con la Directora y el Secretario académico del Instituto Superior 
Tecnológico Nor Oriental de la Selva, quienes manifestaron que no figuraban en la lista oficial de estudiantes, por no 
haber cumplido con registrarse en la Secretaría General. Además, que el Ministerio de Educación, a partir del ciclo 
académico 2022-II, maneja el sistema Registra, que está a cargo del registro de matrículas, lo cual impediría que 
los estudiantes sean inscritos. Ante dicha respuesta, se recomendó realizar las gestiones correspondientes, ante la 
Dirección Regional de Educación de San Martín y el Ministerio de Educación para permitir el acceso al sistema y 
registrar a los estudiantes como matriculados en el ciclo en curso. Esta recomendación fue formalizada mediante 
el Oficio N° 0364-2022-DP/OD-SMAR/MOD-TAR, con el que reiteramos y recomendamos lo siguiente: a) realizar 
las acciones administrativas que correspondan a fin de regularizar el registro matrícula de los estudiantes que 
resultaron afectados, con la finalidad de no vulnerar el derecho a la educación; y b) implementar procedimientos 
internos de control que permitan un adecuado registro de los y las estudiantes, dentro de los cuales deberán evaluar 
el proporcionar constancias de registro de matrícula a los/as estudiantes.

Luego, con fecha 24 de noviembre, mediante Oficio N° 243-2022-DIESTP-NOS, la Directora del Instituto 
nos informó sobre la implementación de las recomendaciones para cumplir con el registro de matrícula de este 
grupo de 23 estudiantes. Se logró el registro de matrícula, lo que permitió la continuidad educativa de los afectados, 
restituyendo así el derecho vulnerado.

Acceso a la justicia de las personas LGBTI 
El recurrente M.A.D.D. informó ser de nacionalidad venezolana, y que, al ingresar al país, el domingo 8 de mayo fue 
víctima de violación sexual, precisando que su agresor le sustrajo todas sus pertenencias. Ante estas circunstancias 
reportó los hechos a la ONG Prosa, en donde le orientaron que formule su denuncia en la dependencia policial, 
motivo por el cual, el 24 de mayo del 2022, se presentó ante la Comisaría PNP La Familia, a fin de denunciar los 
hechos en su agravio. Sin embargo, los efectivos policiales se negaron a recibir la denuncia con el argumento de 
que en dicho recinto policial no reciben denuncias en agravio de la población LGBTI.

El 26 de mayo, personal de la OD Tumbes informó, vía telefónica, los hechos materia de queja al coordinador 
del CEM de la Comisaría PNP La Familia. Se le exhortó que brinde la asistencia y acompañamiento legal al ciuda-
dano afectado, a fin de restituir su derecho de acceso a la justicia. El funcionario indicó que de inmediato atenderá 
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el caso. Se informó al ciudadano que se presente ante el CEM Comisaria PNP La Familia, a fin de que le brinden la 
asistencia legal y acompañamiento en el proceso. Sin embargo, el 30 de mayo, el recurrente informó al personal de 
la OD Tumbes que no se presentó ante el CEM por temor.

Ante esta situación, personal de la Defensoría del Pueblo, en compañía del recurrente, se constituyó a las 
instalaciones de la Comisaria PNP La Familia, sosteniendo una entrevista con el SO2 PNP Pacherres Izquierdo 
Julio, quien indicó que el ciudadano no había llegado a la comisaría en la fecha indicada, desconociendo si se 
apersonó en otro momento. Por ello, se exhortó al personal policial que recepcione la denuncia del ciudadano, por 
presuntos hechos de violencia sexual en cumplimiento de sus deberes legales. Dicha exhortación fue acatada de 
manera inmediata, siendo que la SO3 PNP Puma Mendoza Katherine nos manifestó que coordinaría el recono-
cimiento médico-legal del ciudadano y todas las diligencias de ley para luego remitir el caso a la Depincri como 
unidad especializada en la materia denunciada. Asimismo, durante la gestión se accedió al cuaderno de nombra-
miento de servicio 2022, en el que se observó que los efectivos policiales dejaron constancia de la comunicación 
realizada por la ONG Prosa en agravio del ciudadano afectado: “Se deja constancia que nos contactamos con la 
abogada Cynthia Espinoza Meléndez de la ONG Prosa, quien vía telefónica indicó que el 13 de mayo de 2022 reci-
bieron el pedido del ciudadano de iniciales M.A.D.D. de nacionalidad venezolana con número de cédula 21509932, 
la misma que coincide con los actos narrados por el recurrente”. Asimismo, se coordinó con la ONG Encuentros, a 
fin de que brinden asistencia en salud al recurrente, lográndose su debida atención.

El 18 de julio del 2022, ante los hechos materia de queja y resultado de las gestiones defensoriales, se no-
tificó el Oficio N° 0326-2022-DP/OD-TUMBES, a la teniente PNP Patricia Azucena Ávila Corimayhua, comisaria de 
la comisaría PNP La Familia-Tumbes, con conocimiento del Frente Policial. Se recomendó capacitar y sensibilizar 
al personal de la dependencia policial sobre la importancia de asegurar el trato digno de las personas que acuden 
a ella, así como el debido cumplimiento de sus deberes legales; en concordancia con el principio de igualdad y no 
discriminación. También se le recomendó adoptar las medidas necesarias que correspondan para evitar que situa-
ciones como las descritas puedan replicarse en el futuro.

En ese sentido, el 27 de agosto, a través del Oficio N° 484-2022-SCG-PNP/FF.PP-TUMBES/DIVOPUS-COM.
LA FAMILIA-SEC, la comisaria informó el resultado de las indagaciones que realizó su despacho ante los he-
chos materia de queja. Asimismo, informó que a través del Memorando N° 035-2022-SCG-PNPFF.PP-TUM/DI-
VOPUS-COM.LA FAMILIA del 10 de junio, formuló recomendaciones a los efectivos policiales para garantizar la 
calidad del servicio a la ciudadanía.

Así, la intervención defensorial logró restituir el derecho de acceso a la justicia al recurrente, logrando que 
se le recepcione su denuncia e inicien las diligencias de ley y además que en el recinto policial se dicten medidas 
correctivas para garantizar la calidad del servicio en beneficio de la ciudadanía. Aunado a ello, se garantizó que el 
recurrente reciba asistencia en salud, por su condición de vulnerabilidad.

Personas indígenas de la Provincia de Purús varadas en la ciudad de Pucallpa por más de cuatro (4) meses 
a causa de la cancelación de los vuelos cívicos 
El ciudadano S.S.C., en su condición de Presidente de la Federación de Comunidades Nativas de la Provincia de 
Purús-FECONAPU, nos hizo llegar la Carta N° 00021-2022-FECONAPU/PF/SS de fecha 14 de julio. En esta misiva 
señaló que desde hacía más de 100 días atrás, los vuelos cívicos a la localidad de Purús habían sido cancelados 
por la Fuerza Aérea del Perú (FAP), debido a la falta de recursos para combustible.

Asimismo, el ciudadano A.C.M., miembro de la Federación de Comunidades Nativas de Purús (Feconapu), 
mencionó que enviaron la Carta N° 00026/2022/FECONAPU/PF/SS al gobernador regional y a diversas autori-
dades nacionales, informando que más de 200 personas quedaron varadas en la ciudad de Pucallpa, sin recibir 
respuesta de ninguna de ellas. Esto pese a que muchos pobladores que llegaron a la ciudad en busca de atención 
médica se vieron afectados. Finalmente, indicaron que se reunieron con el gobernador regional, quien se compro-
metió a trasladar a la población. Sin embargo, pese a habérsele entregado dicha lista, no había efectuado acciones 
a favor de la comunidad.

El 19 de julio remitimos el Oficio N° 0335-2022-DP/OD-UCAY al gobernador regional de Ucayali, A.L.G.R., 
solicitando información para conocer el problema presupuestal que ha conllevado a la cancelación de vuelos cívicos 
a la provincia de Purús. El 12 de agosto, en la Oficina Defensorial de Ucayali se presentó el miembro de la Feconapu, 
A.C.M., y la Presidenta de la Asociación Desarrollo Ambiental y Social, Elka Baldeón Rodríguez, quienes indicaron 
que el gobernador regional se comprometió a trasladar a las más de 250 personas varadas, pero este compromiso 
no fue cumplido.

El 15 de agosto nos comunicamos vía telefónica con la Sub Directora Regional de Salud, Norma Beteta Justo, 
a quien le trasladamos los resultados de la visita realizada al Albergue de Purús. Se le exigió que coordine con el 
C.S. Húsares del Perú, a fin de que se brinde atención médica in situ a la ciudadana de iniciales L.C.Z., de 59 años, 
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de etnia Sharanahua, con diagnóstico Diabetes Mellitus descompensada con pie diabético, quien se rehusaba a ser 
intervenida quirúrgicamente por razones culturales, pese a la insistencia del personal de salud, quienes lamenta-
blemente no contaban con un intérprete ante tal situación.

El 17 de agosto nos contactamos con la coordinadora de la Estrategia del ITS, VIH-SIDA de la Diresu, Karen 
Méndez Marcelo, a quien informamos del caso de un niño de 5 años con VIH y sus padres que llegaron en busca de 
atención médica. Por ello, se recomendó reiterar el pedido a efectos de garantizar que la Red de Salud de Coronel 
Portillo emita la información requerida y de corresponder se apruebe la resolución que reconozca un centro TARGA 
en beneficio de la población de Purús, debido al número de casos de personas con VIH.

El 24 de agosto remitimos el Oficio N° 0421-2022-DP/OD-UCAY a Fabián Esteban García Rojas, Director del 
Órgano Desconcentrado de Cultura de Ucayali. Se le comunicó nuestra preocupación institucional por la falta de 
intérpretes y/o traductores en los hospitales, la cual no permite que la población indígena continúe con las aten-
ciones médicas, siendo una de las dificultades dialogar con ellos en su propia lengua, como el caso mencionado 
de la ciudadana L.C.Z.

Al día siguiente se remitió el Oficio N° 0423-2022-DP/OD-UCAY al alcalde Provisional de la Municipalidad 
de Pucallpa, Jesús Montes Meléndez, a quien se le invitó a una reunión de trabajo interinstitucional para el 31 de 
agosto. Ese día también se convocó a una reunión virtual a diversos ministerios, entre ellos: Mindef, MIMP, Ministe-
rio de Cultura, así como al Gobierno Regional, MPP, la Feconapu. En ella, se recomendó a Karen Villalobos Pinedo, 
directora de la Oficina de Cooperación Técnica y Relaciones Internacionales del GOREU, coordinar con la FAP para 
que a través del Mindef, la FAP y el MEF se encuentre una demanda adicional y se asigne presupuesto a la FAP que 
permitan gestionar los vuelos cívicos. Asimismo, se exhortó al MIMP que desde el Centro de Emergencia Mujer 
concrete una visita a Albergue y se obtenga una primera apreciación y se despliegue acciones. A través del Progra-
ma “Alas de Esperanza IX -2022” de la FAP se logró el traslado de 261 ciudadanas y ciudadanos indígenas desde 
la ciudad de Pucallpa a la Provincia de Purús, los días 9, 10 y 11 de setiembre.

Se logró formar parte de la acción cívica de ayuda humanitaria y servicios médicos en beneficio de la po-
blación de Purús, en donde supervisamos el Centro de Salud, así como se visitó el Centro de Emergencia Mujer, 
Municipalidad Provincial de Purús, Comisaría y Electro Ucayali, del cual se obtuvo un informe preliminar.
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CAPÍTULO 4
ARTICULANDO AL ESTADO PARA PROTEGER 
A LOS MÁS VULNERABLES

Los documentos elaborados por la Defensoría del Pueblo tienen como objetivo garantizar el adecuado ejercicio de 
los derechos, en equidad de condiciones y de manera plena. Además, apuntan a subsanar deficiencias en la pres-
tación de los servicios públicos, entre otros aspectos.

Aunque el respeto de los derechos humanos es el principio ejecutor, el principal insumo de los estudios 
defensoriales son las supervisiones, donde personal de la Defensoría vigila y analiza los espacios y circunstancias 
que afectan a la población, en particular de los grupos más vulnerables. 

Estas supervisiones derivan en oficios dirigidos a las autoridades (desde los tres principales poderes del Estado, 
hasta los organismos autónomos y gobiernos regionales y locales) y también en informes o documentos de trabajo. Los 
informes, a su vez, se catalogan, según su orden de importancia, en informes de Adjuntía, especiales y defensoriales.

A continuación, presentamos el listado de todos los informes elaborados por la Defensoría del Pueblo duran-
te el año 2022. Luego, desarrollamos con detalle los defensoriales y especiales, que involucran en su elaboración 
a distintas instancias internas de la institución, debido a que suelen responder a un problema de alcance nacional 
o a circunstancias con mayor incidencia en la afectación de derechos humanos. No es infrecuente que una proble-
mática vulnere más de un derecho fundamental.

4.1. Listado de informes elaborados por la Defensoría del Pueblo en el 2022

Informes de Adjuntía

• Informe de Adjuntía N° 008-2022-DP/AMASPPI: Amicus curie sobre la urgente necesidad de atención integral 
de la población expuesta a metales pesados en los distritos de Ascensión y Huancavelica de la provincia y 
departamento de Huancavelica.

• Informe de Adjuntía N° 002-2022-DP/ADM: Supervisión de las estrategias estatales sobre masculinidades 
para prevenir la violencia contra las mujeres.

• Informe de Adjuntía N° 006-2022-DP/AMASPPI: Boletín sobre cobertura de agua potable (región Puno).

• Informe de Adjuntía N° 05-2022-DP/ADM: Informe Alterno al Noveno Informe Periódico del Perú ante el Comi-
té para la eliminación de la Discriminación contra la mujer.

• Informe de Adjuntía N° 001-2022-DP/ADM: Informe de supervisión sobre el funcionamiento de las instancias 
regionales y provinciales de concertación para erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del 
grupo familiar.

• Informe de Adjuntía N° 01-2022-DP/AAC: Informe de seguimiento de las recomendaciones realizadas al Poder 
Ejecutivo en la supervisión en relación a la libertad de prensa.

• Informe de Adjuntía N° 001-2022-DP/ADHPD: Situación de las personas adultas mayores sometidas a restric-
ciones de libertad.

• Informe de Adjuntía N° 10-2022-DP/AMASPPI: Derrame de petróleo en la refinería La Pampilla. Recomenda-
ciones frente a un desastre ambiental que pudo evitarse.

• Informe de Adjuntía N° 03/2022-AAC: La responsabilidad constitucional del presidente de la República.

• Informe de Adjuntía N° 0001-2022-DP/ANA: La protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes 
migrantes de nacionalidad venezolana en el Perú.
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• Informe de Adjuntía N° 05-2022-DP/AAE: El acceso a la educación inicial de niños y niñas en el marco de la 
pandemia.

• Informe de Adjuntía N° 004-2022-DP/AAE: Protección de niñas, niños y adolescentes frente a actos de violen-
cia de parte de personal docente: Principio de especialidad, inexistencia de plazos de prescripción e interés 
superior de la niñez en el caso del régimen disciplinario magisterial.

• Informe de Adjuntía N° 01-2022-DP/ALCCTEE: Abordaje de la lucha contra la corrupción en el Vraem: Análisis 
de los instrumentos de política pública y de gestión regional del Vraem.

• Informe de Adjuntía N° 012-2022-DP/AMASPPI: Comentarios al Proyecto de Ley N° 1706/2021-PE, Ley de am-
nistía en el servicio de transporte terrestre de personas y mercancías que fomenta la reactivación del sector 
afectado por las graves consecuencias del Covid-19.

• Informe de Adjuntía N° 002-2022-DP/ADHPD: En defensa de la participación de los usuarios en los Consejos 
de usuarios de los organismos reguladores de los servicios públicos.

• Informe de Adjuntía N° 022-2022-DP/AMASPPI: La necesidad de contar con una Agencia Nacional de Segu-
ridad Vial en el Perú.

• Informe de Adjuntía N 015-2022-DP-ADM: Informe de seguimiento de recomendaciones defensoriales sobre 
derechos de las mujeres (2017–2021).

Informes especiales

• Informe Especial N° 01-2022-DP: Visión de las mujeres representantes de ollas comunes durante la pandemia 
por Covid-19.

• Informe Especial N° 01-2022-DP: Movilizaciones sociales (noviembre, 2020).

• Informe Especial N° 003-2022-DP: Informe sobre los resultados de la Supervisión Nacional a Unidades de 
Protección Especial–UPE.

• Informe Especial N° 004-2022-DP: Avances y limitaciones en el proceso de desinstitucionalización en los 
servicios de salud mental a nivel nacional de la emergencia sanitaria por coronavirus. Supervisión a estableci-
mientos psiquiátricos y hogares protegidos.

• Informe Especial N° 08-2022-DP: Condiciones de las personas privadas de libertad en dependencias de requi-
sitorias de la Policía Nacional.

4.2. Síntesis de los informes defensoriales y especiales elaborados en el 2022

lll

Informe Defensorial N° 187: Conflictos sociales y cumplimiento de acuerdos

En atención a la recomendación de la Defensoría, el Poder Ejecutivo presentó al Congreso el Proyecto de Ley que 
aprueba Créditos Suplementarios para el financiamiento de varios gastos, entre ellos, el de acciones de supervisión 
y seguimiento de acuerdos por parte de la Defensoría del Pueblo (Oficio N° 068-2023-PR, del 14 de marzo del 
2023). El 22 de abril del 2023 fue publicada la Ley N° 31728, que aprobó el proyecto de ley solicitado, con modifi-
caciones, incluyendo el financiamiento de las acciones de supervisión y seguimiento de acuerdos.

PROBLEMA
En nuestro país abundan los conflictos sociales. Nuestra institución analizó 774 actas, en las que se identificaron 
4258 acuerdos de un total de 29 procesos de diálogo desarrollados entre el 2012 y el 2019. Esta evaluación defen-
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sorial se realizó con el fin de analizar los motivos que llevaron a que la mitad de los acuerdos en conflictos sociales 
fueran incumplidos. Las negativas consecuencias de este incumplimiento, tanto a nivel económico como social, 
impiden reducir las brechas de pobreza y la vulnerabilidad de la población.

HALLAZGOS
El incumplimiento de acuerdos debilita los espacios de diálogo, afecta la legitimidad de las entidades estatales, dete-
riora las relaciones de confianza entre Estado y ciudadanía y profundiza la desconfianza. A su vez, abre las puertas al rei-
nicio de acciones colectivas de protesta que podrían intensificarse a partir de la frustración experimentada. Los costos 
(institucionales, económicos, personales) de no cumplir los acuerdos son altos. Por ello, el Estado debe tener reglas cla-
ras al organizar sus participaciones en los procesos de diálogo, especialmente al momento de adquirir compromisos.

Por otra parte, detectamos presencia de pueblos indígenas u originarios en el 41% de los procesos de diálogo, 
mientras el Estado participó en el 99.6% de las reuniones. En el caso de los gobiernos locales, sus representantes par-
ticiparon en el 69.1% de casos. La brecha de género es un problema que se replica en los diferentes roles asumidos 
en los procesos de diálogo. De acuerdo con el análisis de actas, 3 de cada 4 reuniones son facilitadas por hombres.

Sobre los actores responsables del cumplimiento, el 72.5% estuvo a cargo del Estado, el 19% de las empre-
sas, mientras que el 14.4% a cargo de la sociedad. 

RECOMENDACIONES
• A la PCM: que apruebe un decreto supremo sobre cumplimiento de acuerdos que formalice el curso del acta 

dentro de los procesos de gestión pública, que deberá ser refrendado por los ministerios. Esta norma debería 
tener presente los siguientes aspectos: el ámbito de aplicación se extiende a todas las entidades del Poder 
Ejecutivo, la PCM sería la entidad encargada de coordinar y evaluar la implementación de la norma, cada minis-
terio aprobaría pautas específicas para el cumplimiento de acuerdos, incluyendo una disposición que garantice 
el acceso público a la información sobre el avance en el cumplimiento de los acuerdos, entre otros.

• A los GORE: aprobar ordenanzas regionales que le asignen a las gerencias generales regionales (o la deno-
minación que adopten) la función de coordinar y dirigir el cumplimiento de acuerdos derivados de actas para 
resolver conflictos sociales, en los términos propuestos en el presente informe.

• A los ministerios del Ejecutivo: asignar expresamente a las oficinas de gestión de conflictos (o las que hagan 
sus veces) funciones de seguimiento de acuerdos, en aquellos sectores que aún no hayan incluido esta función 
en sus respectivos reglamentos de organización y funciones.

• A la Secretaría de Gestión Social y Diálogo de la PCM: a) que se precise si hubo participación de traduc-
tores o intérpretes de lenguas indígenas en los procesos de diálogo intercultural;  b) que se indique la norma 
de creación del proceso de diálogo y su periodo de vigencia; y c) que se deje constancia de la inasistencia de 
las entidades convocadas a las reuniones del espacio de diálogo, entre otros.

• A la Oficina General de Gestión Social del Minem: publicar reportes periódicos en el portal web del Minis-
terio sobre el estado del cumplimiento de los compromisos asumidos por las empresas del sector.

• Al MEF: que se asigne a la Defensoría del Pueblo los recursos presupuestarios suficientes y específicos que 
permitan la implementación de la Unidad de Gestión del Cumplimiento de Acuerdos en la Adjuntía para la 
Prevención de Conflictos Sociales y la Gobernabilidad.

lll

Informe Especial N° 01-2022-DP: Visión de las mujeres representantes de las ollas comunes durante la pandemia 
por Covid-19

PROBLEMA
Durante la pandemia ocasionada por el Covid-19, las ollas comunes surgieron como una respuesta espontánea y 
auto-organizada de la ciudadanía en zonas de escasos recursos para enfrentar la inseguridad alimentaria. Solo 
en Lima Metropolitana funcionaron más de 1900 ollas comunes. Esta modalidad de organización social reveló de 
manera dramática la injusta organización económica que vulnera derechos y empobrece a las familias, específica-
mente a las mujeres, que son quienes más padecen los altos costos de dedicarse exclusiva o mayoritariamente al 
trabajo no remunerado.

HALLAZGOS
Se entrevistó a 31 representantes de ollas comunes (32% hombres y 68% mujeres) de Lima Metropolitana, Cusco, 
Arequipa y Huánuco, y 5 actores claves. Se constató que el 36% de las personas entrevistadas y los entrevistados 
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dedicaba de 5 a 6 horas diarias a esta iniciativa. Más aún, el 16% manifestó dedicarle entre 8 a 10 horas; y que las 
mujeres representan el 86% de participación en las ollas comunes.

También se evidenció que, en el 68% de casos, son los hombres del grupo familiar quienes recibían mayores 
ingresos debido a que tienen trabajos remunerados, a diferencia de las mujeres, que solo percibían ingresos en un 
13% de casos. En esa línea, el problema más común era la falta de recursos (52%). Una de las causas fue la poca 
atención por parte de las municipalidades locales. Por ello, sugirieron que se declare la emergencia alimentaria, lo 
cual se logró mediante la aprobación de la Ley N° 31360. Aunque reconocían la importancia de su aprobación, soli-
citaban que se les brinde el mismo reconocimiento que a los comedores populares, que se les brinde los recursos 
adecuados y se emita una ley de recuperación de alimentos de supermercados.

RECOMENDACIONES
• Al Midis y al MIMP: que fortalezcan el trabajo articulado entre ambos ministerios para mejorar las capaci-

dades de los líderes y lideresas de las ollas comunes en materia de cuidados, protección social y prevención 
primaria de la violencia de género.

• Al MIMP: a) que impulse la aprobación de una Política Nacional de Cuidados y el Sistema Nacional de Cui-
dados; b) que brinde servicios que incrementen la autonomía económica de las mujeres y el desarrollo de 
competencias para prevenir la violencia de género.

• A los gobiernos locales: que implementen, en coordinación con el MIMP, guarderías y/o centros de cuidado 
para personas dependientes en lugares donde exista gran concentración de trabajadores/as, en línea con el 
proyecto “wawatecas” liderado por la MML.

lll

Informe Especial N° 01-2022-DP: Movilizaciones sociales (noviembre, 2020)

PROBLEMA
En nuestro país se han registrado en los últimos años un número significativo de protestas colectivas. Los años 
2014 y 2015 se llegó a registrar 1902 y 2194 casos, respectivamente, mientras que en el 2020 se registraron 2096 
casos. Frente a estos casos, nuestra Constitución Política y el Decreto Legislativo N° 1186 otorgan a la PNP la facul-
tad del uso de la fuerza para mantener el orden interno, bajo principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad. 
Lamentablemente dichas disposiciones no fueron respetadas durante las movilizaciones sociales, y el uso excesivo 
de la fuerza ocasionó decenas de casos de heridos y dos fallecidos.

HALLAZGOS
El Estado no cumplió con su deber de garantizar el ejercicio libre, pacífico y pleno del derecho a la protesta du-
rante las manifestaciones del 9 al 17 de noviembre del 2020. Además, se presentaron limitaciones y obstáculos al 
trabajo del personal de nuestra institución, pese a estar plenamente identificados. Asimismo, se registraron graves 
vulneraciones a los derechos de los niños, niñas y adolescentes en el contexto de las protestas, al utilizar gases 
lacrimógenos cerca de las instalaciones del Hospital del Niño, así como en el marco de detenciones, que configuran 
malos tratos y violencia de género.

RECOMENDACIONES
• Al Congreso de la República: a) que se derogue la Ley N° 31012, Ley de Protección Policial, que elimina el 

principio de proporcionalidad del Decreto Legislativo N° 1186, referente al uso de la fuerza por parte de la PNP; 
b) que se resuelva en el más breve plazo la denuncia constitucional interpuesta por la Fiscal de la Nación el 4 
de octubre del 2021 con respecto a la participación de altos funcionarios en las movilizaciones.

• A la PCM: a) fortalecer la capacidad institucional del Estado para implementar un Mecanismo Nacional de 
Reparación Integral para las Víctimas de Vulneraciones de Derechos Humanos, que comprenda el acceso 
prioritario y especializado en atención de salud física y mental, rehabilitación e indemnizaciones; b) supervisar 
que los sectores de Educación, Trabajo, Salud y los que resulten competentes, adopten las acciones que co-
rrespondan en beneficio de los familiares de las personas fallecidas, así como de las personas que sufrieron 
lesiones de gravedad.

• Al Mininter: a) se reiteró la recomendación formulada en el Informe Especial N° 026-2020-DP: Prevención y 
gestión de conflictos sociales en el contexto de la pandemia, sobre la necesidad de aprobar un protocolo para 
la Policía Nacional sobre el procedimiento de restablecimiento del orden interno en el contexto de la pandemia; 
b) que se elabore y apruebe una directiva especializada de actuación policial en escenarios de violencia en 
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conflictos sociales, que establezca precisiones conceptuales y operativas a las reglas generales de manteni-
miento y restablecimiento del orden público; y c) que se implemente un protocolo que garantice el respeto de 
los derechos de la mujer durante el arresto y la detención, con especial énfasis en la proscripción de todo acto 
de violencia sexual.

• Al Minsa y al SIS: que se garantice la cobertura de las atenciones en salud de las personas heridas en las 
marchas, incluyendo su rehabilitación física y mental.

• Al Ministerio Público: que se fortalezca con mayores recursos humanos, logísticos y presupuestales a la Pri-
mera Fiscalía Penal Supraprovincial de Lima, la que se encuentra encargada de manera exclusiva a las investi-
gaciones relacionadas con las manifestaciones sociales de noviembre del 2020.

lll

Informe Especial N° 003-2022-DP: Informe sobre los resultados de la Supervisión Nacional a Unidades de Pro-
tección Especial–UPE

PROBLEMA
Existen problemas administrativos, funcionales y operativos en los servicios prestados aniñas, niños y adolescentes 
en desprotección o riesgo de desprotección familiar. Por ello, Entre en el mes de mayo, la Defensoría del Pueblo 
supervisó las 25 UPE que existen a nivel nacional para constatar la situación.

HALLAZGOS
En 6 de las 25 UPE (Junín, Lambayeque, Madre de Dios, Moquegua, Tacna y Tumbes) no se contaba con servicios 
higiénicos diferenciados para niñas, niños y adolescentes. Asimismo, solo 15 de las 25 UPE tenían ambientes para 
pernoctar. Por otro lado, apenas 13 unidades contaban con vehículo propio y 14 con personal específico (conductor) 
para realizar el desplazamiento, entre muchas otras especificadas en la versión digital del informe.

RECOMENDACIONES
• Al MIMP: a) implementar servicios higiénicos diferenciados para niñas, niños y adolescentes, así como 

salas destinadas a entrevistas y ambientes adecuados para pernoctar, además de dotar a las UPE de vehí-
culos propios; b) garantizar que todas brinden servicios a través de los diferentes canales de atención; c) 
que se adquiera el equipo de atención urgente en las UPE de Loreto, Cajamarca, Ayacucho y Apurímac, así 
como aumentar el número de profesionales; d) adoptar acciones para expandir los servicios de las UPE a 
las demás provincias de cada región; e) impulsar la creación de un grupo técnico de trabajo integrado por 
los sectores pertinentes e instituciones competentes; y f) que se garantice la asistencia legal especializada 
en materia de riesgo y desprotección familiar que se brinda a niñas, niños y adolescentes, así como a sus 
familiares.

• A la Superintendencia Nacional de Migraciones: a) regularizar la situación migratoria de niñas, niños y ado-
lescentes extranjeras/os con procedimiento administrativo por riesgo o desprotección familiar; y b) capacitar 
a personal de la UPE sobre la ruta de atención del Protocolo de Atención y Derivación de Personas Migrantes 
en Situación de Vulnerabilidad.

• Al MEF: a) que se asigne el presupuesto necesario al MIMP, con la finalidad de fortalecer la calidad del ser-
vicio que prestan las UPE para garantizar los derechos de la niñez y adolescencia sin cuidados parentales o 
en riesgo de perderlos, especialmente, sus derechos a la protección especial y a vivir en familia; b) promover 
incentivos presupuestarios para la implementación y acreditación de las Demuna a nivel nacional.

• A la PCM: promover, mediante normas específicas, la contratación de personal con la finalidad de atender a 
la población de NNA sin cuidados parentales o en riesgo de perderlos, junto a un sistema de incentivos econó-
micos para los profesionales del sistema de protección de NNA.

• A los gobiernos locales: realizar las coordinaciones necesarias con la Dirección de Sistemas Locales y Defen-
sorías del MIMP, con la finalidad de lograr la acreditación de las Demuna; y se asigne el presupuesto necesario 
para la implementación de ambientes adecuados para el funcionamiento de las Demuna.

• A la Asociación de Municipalidades del Perú: promover la creación de las Demuna en cada gobierno local, 
así como su acreditación.

• A las universidades públicas y privadas: que adopten acciones para que en las diversas carreras de forma-
ción (derecho, psicología, trabajo social, educación, sociología y afines), incluyan temas relacionados con la 
atención especializada y diferenciada de niñas, niños y adolescentes en los contenidos de su currícula acadé-
mica, con la finalidad de que exista una mayor oferta de profesionales en esta materia.
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lll

Informe Especial N° 004-2022-DP: Avances y limitaciones en el proceso de desinstitucionalización en los ser-
vicios de salud mental a nivel nacional, en el contexto de la emergencia sanitaria por coronavirus. Supervisión a 
establecimientos psiquiátricos y hogares protegidos

PROBLEMA
El retraso en la implementación de servicios de salud mental como los hogares protegidos, retrasa el proceso de 
desinstitucionalización de personas con problemas de salud mental en los establecimientos psiquiátricos, y el 
ejercicio de sus derechos.

HALLAZGOS
A fines del 2021, último año de vigencia del Plan Nacional de Fortalecimiento de Servicios de Salud Mental Comu-
nitaria 2018-2021, se habían implementado solo 203 de los 250 centros de salud mental comunitarios (81% de la 
meta propuesta). En el caso de los hogares protegidos programados, a febrero del 2022 se habían implementado 
57 de los 164 programados (35% de la meta propuesta). Los retrasos respondían a que el presupuesto asignado 
resultaba insuficiente, entre otros motivos.

RECOMENDACIONES 
Al Minsa: a) que se apruebe la Política Pública de Salud Mental, el Plan de Salud Mental Intersectorial y el Plan 
Quinquenal, con la finalidad de continuar con la implementación del enfoque comunitario en la atención de la 
salud mental; b) que se evalúen los resultados del Plan Nacional de Fortalecimiento de Servicios de Salud Mental 
Comunitaria 2018-2021; c) que se asignen los recursos económicos suficientes y de manera sostenible para la im-
plementación de los servicios de atención de la salud mental; d) capacitar de manera continua al personal de los 
establecimientos de salud; e) que se diseñe e implemente un plan de desinstitucionalización con procesos, proto-
colos y metas claras, con objetivos a corto y mediano plazo, de los establecimientos especializados psiquiátricos; f) 
que se aumente la oferta y se optimice el funcionamiento de los hogares protegidos a nivel nacional con la finalidad 
de cubrir la demanda de personas usuarias con discapacidad mental, intelectual o psicosocial, que no tienen las 
habilidades para vivir en forma independiente, que requieren de cuidados mínimos y no cuentan con el apoyo de 
su familia; y g) que se asegure el derecho a la autonomía y a la capacidad jurídica de las personas usuarias de los 
servicios de salud mental, especialmente en los hogares protegidos.
Al MEF: que se asignen los recursos financieros suficientes y de manera sostenible, para la implementación de los 
servicios de salud mental a nivel regional y nacional.
Al Tribunal Constitucional: que se supervise el cumplimiento de la sentencia recaída en el Expediente N° 03426-
2008- PHC/TC, que declaró estado de cosas inconstitucional a la violación generalizada de derechos fundamenta-
les que afectan a las personas con problemas de salud mental en el país, entre las que se encuentran las personas 
declaradas inimputables.

lll

Informe Especial N° 8: Condiciones de las personas privadas de la libertad en dependencias de requisitorias de 
la Policía Nacional

PROBLEMA
Las instalaciones policiales a nivel nacional carecen de condiciones básicas para las personas privadas de libertad, 
como un lugar adecuado para pernoctar, servicios higiénicos mínimos e incluso agua para beber. Ni siquiera el 
acceso a alimentación necesaria para la persona detenida está previsto en el presupuesto institucional. Este nivel 
de precariedad, en sí mismo, vulnera derechos fundamentales, al margen de otras condiciones nefastas en las que 
residen los internos y las internas.

HALLAZGOS
La supervisión se basó en entrevistas a 31 personas detenidas, predominantemente varones (81.1%, 25 de los 31 
entrevistados). El 64.5% (20) indicó que recibieron reconocimiento médico-legal. Además, el 80.6% (28) de los 
encuestados sostuvo que su detención le fue comunicada a un tercero o familiar, y un importante 45% (14) precisó 
que dicha comunicación se realizó dos días después de la detención, lo cual revela una falta de diligencia que debe 
ser corregida, especialmente en las dependencias policiales ubicadas en Abancay y Tacna. Por último, en 12 casos 
(38.7%) las personas detenidas indicaron que no estaban permitidas las llamadas telefónicas.
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RECOMENDACIONES
• Al Comandante General de la PNP: que se elabore y apruebe una normativa interna (manual, protocolo, etc.) 

que regule de manera concreta la aplicación de los derechos fundamentales de las personas detenidas requi-
sitoriadas.

• Al Jefe de la División de Policía Judicial y Requisitorias: adoptar acciones inmediatas para garantizar de 
manera efectiva la vigencia de los siguientes derechos: a ser informados adecuadamente, a recibir alimentos y 
agua, a ser puestos a disposición de la autoridad judicial competente en el más breve plazo, a mantener comu-
nicación y reunirse con su abogado defensor, a separar adecuadamente a las personas detenidas de acuerdo 
con su edad y sexo/género para garantizar su seguridad, a la salud, a recibir las visitas de sus familiares o 
terceros, al buen trato, entre otros.

• A los Jefes de las dependencias policiales de Chachapoyas, Huaraz, Ayacucho, Cajamarca, Lambaye-
que, Lima, Madre de Dios, Moquegua, Pasco y Tacna: implementar ambientes adecuados para el desarrollo 
de las visitas de los familiares o terceros cercanos a las personas detenidas.

• A los Jefes de las dependencias policiales de Abancay, Ayacucho, Lambayeque y Tacna: que se realicen 
acciones para que las personas detenidas tengan acceso a realizar llamadas telefónicas a sus familiares, cuya 
duración sea razonable.

• A los Jefes de las dependencias policiales de Ayacucho, Lima, Moquegua y Tacna: que se garantice la 
comunicación inmediata de las personas detenidas con sus abogados.

Es de resaltar que en Lima se ha dispuesto el cambio del local que servía de sede a la Dependencia Policial 
de Requisitorias de Lima, lo cual constituye un avance respecto a la implementación de las recomendaciones orien-
tadas a evaluar la mejora de las condiciones de las celdas, el establecimiento de ajustes razonables para cubrir las 
necesidades de las personas con discapacidad, el acceso a las duchas, así como las que se orientan a acondicionar 
ambientes de visitas y comunicaciones con abogados defensores.




